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La guerra es un gran acontecimiento de estado, por consiguiente, para aquilatar la probabilidad de triunfos o fracasos en la guerra, es preciso analizar cinco aspectos, estos son: la política, el tiempo y la hora, ventajas de la configuración del terreno, el mando y el sistema legal.- Sun Tzu.
Introducción
Sobre la gran balanza de la fortuna, raramente se detiene el fiel; debes subir o bajar; debes dominar y ganar o servir y perder; sufrir o triunfar; ser yunque o martillo.- Goethe.
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Luis PACHECO Manya

Ex Suboficial Primero

Armada del Ecuador

Desde 1996, el Ecuador a raíz del triunfo militar del Alto Cenepa tenía la imagen de un país renovado y sólidamente unido. El protagonista de esta nueva imagen fue el Poder Militar en base a su profesionalismo y patriotismo sin límites que le permitió definir y mantener los objetivos nacionales. 

Sin embargo y aunque pudiese parecer destinada a satisfacer un simple juego retórico, la pregunta más acuciante del Ecuador actual es hasta dónde puede llegar la crisis institucional, cuánto durará y sobre todo en dónde están las reservas morales y sociales que preserven del caos a un país que se ha acostumbrado a vivir, cada vez con más frecuencia, la secuela de la ingobernabilidad política, la indolencia social y la inequidad económica.

La historia reciente es pródiga en ejemplos en los que se han desbordado los límites institucionales. El vértigo de los sucesos tiene paralelo con la confusión institucional que reina en el país desde hace varios años. El Ecuador debe tomar conciencia de que uno de sus principales problemas radica en qué hacer con un sistema en el que tampoco la sociedad civil asume sus tareas, no exige las suyas a los políticos y no llena el vacío que han obligado a las Fuerzas Armadas a tomar un papel deliberante a despecho de la urgente redefinición de sus tareas.

Cuando existe la certeza de que la actual coyuntura política comunista, durará todavía varios años aún si se toman las medidas adecuadas, instituciones como las periodísticas deben aferrarse a cumplir su tarea esencial: informar con objetividad y contextualizando, revelar las partes no evidentes de la noticia y en las que sin embargo está su esencia. Es imperativo, que los gremios nacionales e internacionales logren una conjunción de objetivos conjuntos; y, fusionados puedan hacer frente a la Ley de Comunicación ya en vigencia, la misma que, en corto tiempo, está logrando su cometido, colocar una “mordaza” a la prensa independiente.
Desde el año 2007, la desintitucionalización de las Fuerzas Armadas, es evidente y, cada vez más acelerada, ahora en 2014, con la aprobación de la “Ley reformatoria a la Ley de Seguridad Pública y del Estado”, y en momentos en que el régimen busca en territorio de pueblos ancestrales a tres de sus adversarios políticos, permite a las Fuerzas Armadas intervenir, “por disposición de la Presidenta o el Presidente de la República, en la protección interna, el mantenimiento y control del orden público y seguridad ciudadana"; es decir, participar en acciones de “apoyo” a la Policía Nacional en su tarea de lucha anti delincuencial.

Recojo la valiosa opinión del señor Patricio Haro Ayerve, publicada en el Diario “Hoy”, del día 28 de Mayo de 2014 “La Constitución Política del Estado determina las tareas de las Fuerzas Armadas, y unas de ellas son la defensa de la integridad territorial y de la soberanía nacional, pudiendo participar en actividades económicas relacionadas con la defensa nacional, y prestar su contingente para apoyar al desarrollo del país; pueden, según el mandato constitucional y previa la declaración del estado de emergencia, emplearse en atención a grave conmoción interna, calamidad pública o desastres naturales. El texto constitucional no reza en ninguna parte “apoyar a la Policía Nacional”, como dijera la Ministra de Defensa, María Fernanda Espinosa.

Las tareas que esta reforma legal establece han sido cumplidas por las Fuerzas Armadas desde la transición democrática, pero bajo la excepción constitucional que la Carta Magna vigente también manda en su artículo 164, que establece la declaración de un estado de emergencia; esto, por la sencilla razón de que este diseña el marco de acción de las Fuerzas Armadas, determinando claramente el área, el espacio geográfico y el tiempo que en ellas emplearán; además, controladas por la Función Legislativa, la Corte Constitucional  y organismos internacionales pertinentes.

La jerarquía normativa no permite a una ley reformar la Constitución; si lo hace, es inconstitucional. El empleo de las Fuerzas Armadas en acciones de control anti delincuencial y de seguridad interna genera tres potenciales peligros para la sociedad:

1) El establecimiento de un Estado policiaco en el que militares, al salir a las calles con armas de guerra, generan terror en la población; 

2) Que las Fuerzas Armadas se politicen, pues sus acciones pueden reprimir a grupos que se manifiesten en contra del Gobierno; y, 

3) Lo más grave, que se genere un enemigo interno “al que hay que enfrentar de cualquier manera, inclusive violando sus derechos humanos”. Lo dice la historia.
En fin, en una democracia con calidad es el poder político el que asigna las misiones a las Fuerzas Armadas dentro de la legalidad pero, cuando esto no sucede, puede verse afectado el control político objetivo y generarse efectos que perjudiquen la estabilidad democrática. Esta reforma entraña una inconstitucionalidad peligrosa”.

Adicional, ahora existe el riesgo del cambo en la misión de Fuerzas Armadas, a través de una enmienda constitucional, algo ilegal e ilegítimo, pues cualquier cambio hacia la estructura del Estado, es vinculante su ejecución, a través de una Consulta Popular; sin embargo, por disposición omnímoda del Ejecutivo, las Fuerzas Armadas se encargarán de la Seguridad Interna, cuando esta labor es exclusiva de la Policía Nacional.

El citado cambio de la misión de las Fuerzas Armadas, está siendo utilizado como una cortina, pues en realidad, lo que busca el Ejecutivo y sus simpatizantes de la Asamblea y la Corte Constitucional, es la reelección indefinida para el actual Presidente de la República y con ello, perpetuarse en el poder, instaurando una monarquía de papel, similar a Nicaragua y posiblemente también Bolivia.
Por otro lado, las Fuerzas Armadas deberán hacer frente a las nuevas amenazas disminuidas, amenazas regionales como el narcotráfico, el tráfico de armamento, munición y explosivos, el terrorismo, el tráfico ilegal de seres humanos, etc., pues el Ejecutivo, cuyo poder es absoluto, ha decidido reducir el número de efectivos militares, cerrar siete Fuertes Militares, una o dos Bases Navales, en fin, una serie de afectaciones institucionales, y todo esto, frente a la impavidez de los mandos militares.

Las Fuerzas Armadas, en todos los Estados Democráticos del Mundo, que son alrededor de 184, de un total de 193 países que conforman la Organización de las Naciones Unidas (ONU), apenas queda un remanente del comunismo agonizante en tres países asiáticos, en alguna caverna africana, y en una tríada pintoresca de países andinos. En todas aquellas naciones donde existe una verdadera democracia, las Fuerzas Armadas, están orientadas hacia la Defensa Nacional, así reza en las Constituciones Políticas del Estado ecuatoriano, incluida la del 2008, aprobada por el pueblo ecuatoriano.
Lastimosamente, ahora las Fuerzas Armadas están al servicio de un gobierno totalitario que no respeta ni la Constitución ni las leyes aprobadas por ellos mismos, y no en beneficio del pueblo ecuatoriano, esencia de la nacionalidad misma, pues así lo disponen las leyes ordinarias, el sentido común, la historia nacional y la historia de la otrora gloriosa Institución.
En la Comisión de Soberanía y Relaciones Internacionales de la Asamblea Nacional está listo el IV libro del Código de Entidades de Seguridad Ciudadana, dicho Código plantea que los militares que deseen integrar la Unidad de Vigilancia Aduanera, la Comisión de Tránsito del Ecuador, la Guardia Forestal o el Cuerpo de Guías Penitenciarios soliciten su traslado y se incorporen a la nueva entidad con un grado inmediato superior al que ya tenían.

El Ejecutivo, debería escuchar la posición de Fuerzas Armadas y éstas a su vez tengan la capacidad para exponer con firmeza los fundamentos de la defensa institucional, los jefes militares deben reforzar la protección de amenazas a nivel externo, como el narcotráfico, y enfrentar “la falta de compresión del poder político en temas de seguridad”. Para combatir estas amenazas hay que cumplir planteamientos estratégicos que deben escucharse.

Hago mías las reflexiones del licenciado Marcel Dotty Almeida, de su comentario de Radio “Sucesos”, bajo el título: Los ritmos de nuestra historia republicana, dice: “…Volviendo al tema de lo aleatorio y casual de la historia humana, habrá que preguntarnos, como ecuatorianos, el porqué de este ritmo recurrente (cada veinte años) de que los autoritarios nos causen tanto placer consciente o subconsciente. ¿Casualidad, causalidad, idiosincrasia, sadomasoquismo, tendencia a expiar nuestro conspicuo desorden? … ¡O, es que estamos condenados a no merecer la libertad porque no acabamos de entenderla y peor ejercitarla dentro del Derecho!

El objetivo que persigue este trabajo, es convertirse en un aporte mínimo para preservar los resquicios de institucionalidad sobre los que debe refundarse el nuevo país político, militar, económico y social.

CAPITULO I

Origen del poder militar en el Ecuador
El Ecuador debe entenderse como un complejo sociocultural que ha logrado generar elementales relaciones de interdependencia y de una parcial proyección histórica conjunta, porque la estructura política se dificulta para la generalidad de los ecuatorianos, debido a la conformación de una sociedad dual gravemente estratificada. 

Además, por su propia debilidad, reflejada en su incapacidad para preservar su patrimonio, sufrió pérdidas territoriales que lo transformaron en uno de los Estados más pequeños y vulnerables de Sur América. Su posición geográfica ha incidido drásticamente en sus posibilidades de desarrollo. Su situación geográfica le posibilita disfrutar una ubicación favorable en el ámbito de los países andinos. Con relación a sus vecinos, la situación de inferioridad tanto en extensión como en población y en el nivel de desarrollo, le dificulta el mantenimiento de condiciones de igualdad en sus relaciones recíprocas. La coincidencia de intereses comunes a los países del Pacífico Sur, en cuanto a la defensa de sus recursos marítimos, ha generado un conjunto de actos solidarios en las negociaciones internacionales. 

Finalmente, para el Ecuador es indispensable diseñar mejores procedimientos en la acumulación y distribución de la riqueza y de oportunidades; además, racionalizar y organizar todos los mecanismos de la estructura del Estado, para aprovechar los escasos recursos en mejores términos de eficiencia, valorizando las instituciones, perfeccionando y profundizando la democracia y definiendo un proyecto nacional viable, con objetivos bien definidos en busca del desarrollo. 

1.
El primer grito de la independencia

El 10 de agosto de 1809, constituye en la historia del Ecuador y de América un hito glorioso por su gran connotación en las colonias españolas, pues en él se expresó el indómito espíritu quiteño, espíritu de rebeldía, de libertad y de autonomía, que ya antes de la conquista española surgió como el obstáculo infranqueable que se opuso a la invasión incásica de Túpac Yupanqui y Huayna Cápac.

Los antecedentes y las causas de la Revolución Quiteña han sido recogidas, analizadas, juzgadas y criticadas por plumas de grandes historiadores,  más, el motivo que trata este trabajo, son los hechos desde la óptica militar, con esa óptica serán analizados y juzgados para ratificar la participación del Poder Militar en estos sucesos, origen de la independencia del Ecuador.

Cuando en 1808 Napoleón Bonaparte invadió España, obligó a abdicar al Rey Carlos IV y tomó prisionero al heredero don Fernando VII, en cada provincia y ciudad grande del reino se formaron “Juntas Soberanas de Gobierno” que rechazaron al régimen usurpador de José Bonaparte, conocido como “Pepe Botellas”, por su adicción a los placeres del Dios Baco, proclamado soberano de España por voluntad de su hermano Napoleón.

Muy pronto las noticias de lo que acontecía en España se regaron por toda América, resaltando sobre todo la actitud de rechazo del pueblo español que jamás aceptó el dominio francés. Sin embargo, varias autoridades españolas en América, que recibían órdenes y pagos de Madrid, juraron obediencia al gobierno de Bonaparte. Una de ellas fue el Presidente de la Real Audiencia de Quito, Manuel Urriez, Conde Ruiz de Castilla.

Esta circunstancia fue determinante en la actitud de los quiteños, quienes invocando los derechos de Fernando VII se reunieron el 25 de diciembre de ese mismo año en la hacienda de Chillo de don Juan Pío María Torcuato Montúfar y Larrea, Marqués de Selva Alegre, para organizar la primera Junta Soberana de Gobierno de Quito, que expuso los primeros planes para deponer a las autoridades españolas que obedecían a los franceses. Se propuso también nombrar a las autoridades criollas que gobernarían en nombre de Fernando VII, y se consideró muy seriamente la posibilidad de que el Rey venga a gobernar desde América.

“En estas reuniones figuraban hombres de distintas intenciones, aunque acordes en el plan revolucionario. Los nobles de Quito se proponían simplemente despojar y suplantar a los funcionarios españoles. Estos revolucionarios, los más numerosos, habrían continuado sirviendo al rey, unidos a la madre patria si se les hubiera asegurado exclusivamente los principales puestos de la colonia. En realidad, lo único en que pensaban era en la formación de su aristocracia criolla. Había, sin embargo, algunos pocos animados de verdadero patriotismo e ilustración, que querían la independencia de las colonias, bajo un sistema de gobierno republicano” (Aguirre Abad.- Bosquejo Histórico de la República del Ecuador, p. 154).

“Espejo había expirado como mártir, pero vivían D. Antonio Ante, D. Javier Ascázubi, D. Juan Larrea, D. Antonio Bustamante, D. Juan Pablo Arenas, D. Antonio Pineda, D. Luis Saa, D. Miguel Donoso, y sobre todo, Juan de Dios Morales, Manuel Rodríguez de Quiroga y Juan Salinas, todos amigos de Espejo, quienes, en compañía de otros entusiastas, difundían, a todo riesgo, su humanitario proyecto, cual era, la emancipación absoluta...” (Andrade Roberto.- Historia del Ecuador, tomo I, p. 177).

2.
Los acontecimientos militares en el Estado Quiteño de 1810 a 1812

Luego de los acontecimientos que concluyeron el 2 de agosto de 1810, día aciago en la historia patria, no sólo porque se produjo la horrenda masacre de los próceres de la independencia, sino porque allí se eliminó a los potenciales líderes políticos y probables generales de la independencia nacidos en suelo quiteño; sin embargo, la sangrientas bayonetas de la soldadesca del Cuartel Real de Lima no pudieron jamás eliminar el pensamiento libre de los quiteños.

De los acontecimientos sucedidos en la Real Audiencia de Quito a partir del 2 de agosto de 1810, en los que el pueblo de 1809 impulsado por el pensamiento del prócer Eugenio de Santa Cruz y Espejo, motivado profundamente por la sangre derramada en el Real de Lima, sangre transmutada en sables y bayonetas y organizado con la presencia, conocimiento y patriotismo del Coronel Carlos Montúfar y Larrea-Zurbano, que proclamado Comandante en Jefe del Ejército Quiteño, estableció el Estado Soberano de Quito, se deduce sin lugar a dudas que el Poder Militar ecuatoriano tiene su origen en esa época, ya que al mando de un profesional de carrera formado en España y con gran experiencia de combate, se conforma la base de su primer fundamento, los recursos humanos. Tanto Montúfar como otros oficiales integrantes del Ejército quiteño tuvieron valores cualitativos excepcionales proporcionados por su educación militar y experiencia de combate obtenida en España en las guerras contra los ejércitos de Napoleón Bonaparte. El elemento humano constitutivo del Poder Militar del Estado quiteño fue de tan alta calidad que, en actos sublimes de heroísmo, muchas vidas se ofrendaron al servicio de la patria.

El segundo fundamento del Poder Militar, el territorio, está representado en la extensión que mantuvo el Estado quiteño y que abarcó por el norte hasta Pasto y por el sur hasta el departamento de Cuenca.

Los factores específicos del Poder Militar también pueden observarse en la organización, composición y empleo del Ejército quiteño, la doctrina militar, basada en la doctrina militar española, proporcionó al ejército una organización adecuada basada en la falange y sustentada en la caballería e infantería.

B.
EL PODER MILITAR EN LA INDEPENDENCIA

La Batalla de Ibarra, favorable para el sanguinario Coronel Juan José Francisco de Sámano y Uribarrri de Rebollar y Mazorri en desmedro del Coronel Carlos Montúfar y Larrea-Zurbano, puso el sello de seguridad al dominio español en el Reino de Quito e inmortalizó el nombre de centenares de quiteños que ofrendaron sus vidas en el campo del honor, después de cien combates en desigualdad de condiciones y con triunfos y derrotas que concluyeron en Ibarra el 1ro. de diciembre de 1812. Los nombres que deben mencionarse son los del Coronel Francisco García Calderón, padre del “héroe niño”, Abdón Senén Calderón Garaicoa y del Comandante quiteño Manuel Aguilar, que fueron fusilados por Sámano.

El General Toribio Montes confinó a algunos caudillos del movimiento quiteño. El Marqués de Selva Alegre fue desterrado a Loja; el obispo José Cuero y Caicedo, a Lima, y el Coronel Carlos Montúfar, hecho prisionero y cargado de grillos y cadenas, fue desterrado a Panamá. En esta ciudad logró fugar de la cárcel y se dirigió al valle del Cauca para unirse a los ejércitos del Libertador Bolívar.

Montúfar se dirigió a Buenaventura en búsqueda de tropas patriotas a las pudiera unirse, pero fue capturado y conducido a Buga, en donde un Consejo de Guerra español lo condenó a la pena de muerte. Fue fusilado el 31 de junio de 1816, fecha  en la que se inmortalizó ofrendando su vida como aporte quiteño a la independencia americana.

C.
EL PODER MILITAR DESDE LA INDEPENDENCIA DE GUAYAQUIL HASTA LA BATALLA DEL PICHINCHA
Sofocada la revolución quiteña y a partir de 1815, comenzaron a propagarse en Guayaquil las ideas de libertad que se generalizaban en América India. Las batallas de "Boyacá" en Nueva Granada, "Chacabuco" y "Maipú" en Chile y los combates navales de Illingworth en los mares de Ecuador, motivaron el espíritu revolucionario de los jóvenes guayaquileños, mientras que los españoles se preparaban para la defensa contra los enemigos exteriores.

El 9 de octubre de 1820, se inició la Revolución Guayaquileña, con la sublevación del Batallón "Granaderos de Reservas" y el apoyo de las otras unidades españolas de la plaza se proclamó la independencia de la ciudad y se nombró la Junta Provisional, compuesta por el Coronel peruano Gregorio Escobedo Rodríguez, el doctor Vicente Espantoso y el Teniente Coronel Rafael María de la Cruz Jimena Muñoz.
Inmediatamente se establecieron los contactos necesarios  con los patriotas de Chile que mantenían una Escuadra Naval en el Pacífico y con Bolívar que habían liberado a la Nueva Granada.

Los patriotas de Quito acogieron con gran entusiasmo la revolución del 9 de octubre de 1820 y varios de ellos marcharon a esa ciudad y solicitaron que se enviasen tropas para expulsar a los españoles que dominaban todos los pueblos del interior.

La revolución de Guayaquil estaba realmente aniquilada con la derrota de los patriotas en Huachi; si los españoles, aprovechando la victoria y la moral muy alto de su ejército, hubiesen bajado a la costa es seguro que hubieran tomado Guayaquil sin encontrar resistencia.  Pero el General Melchor Aymerich Villafuanaque no explotó el triunfo de Huachi ni sacó ninguna ventaja táctica ni estratégica.

Vencidos los patriotas por los españoles, la asamblea provincial que se hallaban reunida en Guayaquil tuvo que ocuparse de organizar un gobierno general, lo que se realizó por medio de un reglamento consignado con los principales derechos y garantías de los ciudadanos. Se nombró una Junta de Gobierno integrada por José Joaquín Olmedo y Maruri, Rafael Jimena y Francisco María Roca y Rodríguez, secretario y vocal fue nombrado el doctor Francisco Marcos Crespo.

La Junta de Gobierno inmediatamente se dedicó a conformar una nueva división de combate, a buscar recursos adicionales para sostener la guerra y a planificar la conducción de los refuerzos, que se habían prometido de Nueva Granada y que, aunque atrasados, comenzaron a llegar. Sobre esta base se formó un escuadrón, completándolo con jinetes de Guayaquil. Enseguida llegó el General Antonio José de Sucre y Alcalá, enviado por el Libertador Simón Bolívar y Palacios con las siguientes instrucciones: La primera, pedir la incorporación de la provincia a la República de Colombia; la segunda, si esa pretensión no era aceptada, proponer que se le diera el mando de las tropas aliadas; y, la tercera, en último caso, servir con sus tropas como auxiliar en la guerra contra los españoles de Quito.

En efecto, Sucre organizó en Guayaquil las fuerzas del Ejército Libertador en los territorios del Gran Reino de Quito, en base al Batallón colombiano "Santander" y al Batallón "Albión", compuesto de ingleses, a más de un escuadrón de caballería, fuerzas incrementadas con voluntarios guayaquileños y con desertores de los ejércitos realistas.

Organizado el ejército de Sucre marchó hacia Quito, sede del gobierno realista presidido por Aymerich, para liberar la capital y sus provincias. A lo largo de su itinerario viven los patriotas una serie de victorias y fracasos militares. Los campos de Camino Real, Huachi, Cone, Tanizahua, segundo Huachi, Verdeloma y Tapi son los testigos de la epopeya patriota.

Luego de los primeros meses de lucha, el ejército patriota fue reestructurado para iniciar la campaña sobre Quito. Guayaquil contribuyó con dos batallones: el “Guayaquil”, que permaneció en la plaza como seguridad de la misma, y el “Vengadores”.

Para reforzar al ejército que se dirigía a Quito, Colombia pide al Perú la devolución del Batallón “Numancia” que un año antes había enviado al Perú. Los españoles reforzaban sus unidades con el “Tiradores de Cádiz” y el “Cataluña” que llegaron desde Panamá. Desde Guayaquil, Sucre al frente del ejército libertador, inició su marcha gloriosa.

El 24 de Mayo de 1822, con la Batalla de Pichincha, concluyó una de las páginas de la epopeya ecuatoriana; pues en esta acción gloriosa el poder español sucumbió definitivamente.

Mientras tanto en Guayaquil la situación se presentaba totalmente contraria, la provincia se debatía por la independencia bajo la protección del Perú o de Colombia y no faltaban quienes propusieran la formación de “una nueva república” compuesta por todos los pueblos de la Presidencia de Quito. Enterado el Libertador de esta situación, marcha a Guayaquil y al frente de un ejército de 3.000 soldados entró en la ciudad el 11 de julio de 1822. Con la dirección de Bolívar se anexó Guayaquil a Colombia, a pesar de la gran oposición de algunos guayaquileños que consideraban ésta una decisión arbitraria del Libertador.

CAPITULO II

Al poder militar ecuatoriano durante la gran Colombia y su participación en la independencia del Perú
Una vez obtenida la libertad de Quito en Pichincha y anexado éste y Guayaquil a Colombia, existe un acontecimiento importantísimo en la historia nacional y es la participación del poder militar ecuatoriano en la independencia del Perú.  En este país se hallaban reunidas la mayor cantidad de fuerzas españolas, las que entusiasmadas por una serie de triunfos consecutivos continuaban oprimiendo al pueblo de lo que era el último reducto español en América. 

Con Bolívar y Sucre, la guerra  de movimiento se practicó en toda su amplitud. La caballería fue el arma preponderante durante los veintiún años de las luchas por la libertad; realizaba sus ataques en escuadrones, en línea o en columna, ejecutaba la explotación del éxito activa y tenazmente y exploraba y brindaba seguridad en marchas o estacionamientos. El Libertador manifestó que Colombia cumpliría con su deber en el Perú.

Bolívar fue a la capital y organizó batallones de voluntarios en los pueblos de Ecuador, y, después de una marcha por la cordillera, atacó el 17 de julio de 1823 a los rebeldes, los destruyó en las orillas del Tahuando, los persiguió incansablemente y volvió a Quito victorioso.

Bolívar activó la concentración de las tropas que debían embarcarse para el Perú. El 2 de agosto ya se encontraba en persona en el puerto de Guayaquil y como el 7 se emitió el decreto en que el Congreso le concedía el permiso para que se traslade al sur.

1.
Combate Naval de Malpelo, 31 de Agosto de 1828
20 de mayo de 1828, en circunstancias en que los nuevos Estados libres de América aún no se encontraban definitivamente estructurados, el Perú inició una serie de acciones militares en contra de Colombia (el Ecuador no existía aún como república) reclamando para sí el derecho sobre las zonas australes o del sur, incluyendo la ciudad de Guayaquil. Fue así que, mientras el Mariscal José Domingo La Mar y Cortazar avanzaba con sus tropas por el interior, hacia Cuenca, la corbeta peruana "La Libertad", capitaneada por el Comandante Póstigo, inició un mal disimulado bloqueo al golfo de Guayaquil.

Advertido de esta situación, el Gral. Juan José Flores, desde Cuenca, ordenó al Gral. Illingworth, Intendente de Guayaquil, que adopte las medidas necesarias para romper el bloqueo y proteger a la ciudad.  Illingworth llamó entonces al Capitán de Navío Tomás Carlos Wrigth y le encomendó la misión de salir inmediatamente al encuentro del invasor, para lo cual fueron armadas las corbetas "La Guayaquileña" y "Pichincha".

El 31 de agosto de 1828, a la altura de "Punta Malpelo", cerca de Túmbez, Wrigth avistó a la nave peruana, a la que se acercó para exigir las explicaciones pertinentes relacionadas con su presencia en aguas de Colombia, pero sus requerimientos fueron respondidos por parte de la nave peruana con el fuego de los cañones. Ante la inesperada y traicionera acción peruana, Wrigth ordenó amarrar la "Pichincha" a la "Libertad", y desde "La Guayaquileña", a pesar de que la nave peruana tenía el doble de su calado y el triple de sus cañones, inició un intenso cañoneo al tiempo que pasaba con sus hombres al abordaje.

En medio del fragor del combate estalló en la "Guayaquileña" un gran incendio, circunstancia que fue aprovechada por los peruanos para iniciar la huida, mientras la tripulación de la nave siniestrada intentaba apagar el fuego.  La “Guayaquileña" sufrió tremendas averías, y al terminar el combate, de una tripulación total de 96 hombres, tuvo 60 bajas entre muertos y heridos. Entre los sobrevivientes de esta heroica jornada estuvieron el Alférez de Navío José María Urvina Viteri, de 18 años de edad y el joven Guardiamarina Francisco Robles García, quienes posteriormente llegarían a ostentar el grado de Generales y Presidentes de la República, y Luis de Tola, quien años más tarde sería Obispo Auxiliar de Guayaquil.

El parte militar del combate de Malpelo enviado por el Capitán de Navío Tomás Carlos Wright al General Illingworth en el cual, entre otras cosas, dice: "Observando que la corbeta peruana estaba preparada para el combate y no teniendo otro medio más pronto para ponerme en inteligencia con ella, me acerqué, poniéndome por su aleta de barlovento, a distancia de tiro y medio de pistola; le dirigí la palabra, exigiendo la causa porque se hallaba en un bloqueo disimulado, cruzando la boca de este río, a lo que me contestó con frivolidades, y por último, rompiendo el fuego, que fue bien contestado por nuestra parte. En cinco minutos estaban ya los dos bajeles amarrados; pero cuidé siempre, al hacer esta maniobra, de dejar el lugar necesario por la amura de proa de barlovento...”



Análisis sucinto del Combate Naval de Malpelo

El combate naval tuvo por escenario a cuatro millas, según la versión peruana y a diez o doce millas según la ecuatoriana, esto es, en el área marítima comprendida entre Tumbes y la isla del “Muerto” o “Amortajado”, área marítima de la Grancolombia (Ecuador).

La distancia de Punta Malpelo hasta donde supuestamente “El buque peruano la persiguió hasta penetrar en la ría, mas al Noreste de Punta Arenas, en donde, convencido Panizo que no podía darle alcance, regresó al Sur, en busca de la Pichincha”, es de aproximadamente 150 – 160 km.; y, durante este tramo de persecución jamás la “gloriosa” corbeta “Libertad” logró darle alcance a nuestra nave “Guayaquileña” con “horribles avería”? y tampoco logró darle alcance a la “Pichincha”. Se nota claramente que alguien faltando a la verdad de estos hechos históricos.

Misión militar.- Expresión clara y concisa de la tarea o tareas a cumplir por la unidad y su objetivo. Normalmente, la misión es prescrita por el comando superior, aunque para fines de planeamiento puede deducirse del conocimiento que se tenga de la situación y del concepto de la operación del comando superior. El objetivo, la tarea en conjunto indicando el propósito y los motivos necesarios para realizar la acción. En uso corriente, aplicado especialmente a unidades militares menores, deber asignado a un individuo o unidad. Envío de una o más aeronaves para cumplir con una tarea en particular.

Al terminar el combate, la “Guayaquileña" y su triunfante tripulación, cubiertos por la gloria y la eternidad, permanecieron por espacio de 24 horas en las costas de Puerto Bolívar, en espera de un nuevo intento de la Marina peruana de violar nuestros mares. 

La “Guayaquileña” y su tripulación, cumplieron con su misión militar: Neutralizar el bloqueo peruano en el área del Golfo de Guayaquil.

Misión de la fuerza naval peruana:

Libro, “Historia Marítima del Perú, La República 1826 a 1851, Félix Denegri Luna”, Pág. No. 178 “Inicio de las Acciones Navales.- La corbeta Libertad se dio a la vela en el Callao en la mañana del 2 de julio de 1828. Sus instrucciones eran cruzar el golfo y vigilar la entrada de la ría de Guayaquil…”.

Según el mismo historiador peruano, Félix Denegri Luna, “La corbeta Libertad, ancló en Paita, el 5 de Septiembre de 1828. Poco tiempo después volvería a entrar en acción, formado parte de la escuadra comandada por el Vicealmirante Guise…”; esto quiere decir, en buen romance, que tuvieron que salir huyendo a su territorio, sin culminar su misión, que era: Cruzar el golfo y vigilar la entrada de la ría de Guayaquil; o sea: Mantener bloqueado el Puerto de Guayaquil. 

Misión de la fuerza naval ecuatoriana:

Según el oficio fechado a 10 de agosto de 1828, el General Juan José Flores, tomaba previsiones, ordenando al Almirante Illingworth, “se rechace la agresión ante la presencia de la corbeta "Libertad" en el golfo de Guayaquil”:

“…Aunque el objeto esencial de la comisión que se encargue al coronel Wright, sea el pedir al comandante de la corbeta "Libertad" una explicación sobre la mira de recelo de parte del Gobierno de Colombia, debe nuestra fuerza marítima estar preparada a defender a todo trance el honor del pabellón y cualquier agresión".

En verdad, la República del Ecuador, aún no existía como tal en el año 1828, pero los Oficiales y Tripulantes de la goleta “Guayaquileña”, eran naturales de Guayaquil, Quito, Cuenca, Ambato, etc., gente Grancolombiana, pero finalmente ECUATORIANA. 

2.
La Batalla de Tarqui, 27 de Febrero de 1829
Una vez liberado el Perú del yugo español, gracias a las armas ecuatorianas, se despertaron las ambiciones personales y políticas de los Generales peruanos de la independencia, ambiciones que constituyen el germen del militarismo peruano del presente tiempo y que se ha desarrollado a través de la historia.

Se generó un hecho que demostró las ambiciones del Perú al incentivar la traición de la Tercera División Auxiliar Grancolombiana que fue retomado por el General Juan José Flores, demostrando como el Perú desde el inicio se apartó del camino de la concordia y siempre buscó el enfrentamiento.

La histórica batalla, fue sangrienta y llena de demostraciones de heroísmo; pero la presencia del Mariscal Sucre, la estrategia y el coraje del General Juan José Flores, y la determinación de sus bravos soldados, dieron poco a poco sus frutos. Los peruanos fueron derrotados en todos los frentes y obligados a replegarse en franca retirada hacia los desfiladeros de la meseta de Tarqui, hasta que en un “sálvese quien pueda” huyeron en desbandada.

Ese día 27 de Febrero, los peruanos perdieron dos mil quinientos hombres entre muertos, heridos, prisioneros y desaparecidos; muchas armas, municiones, banderas y gallardetes. El ejército colombiano sólo tuvo ciento cincuenta y cuatro bajas y doscientos seis heridos.
El General Flores fue ascendido a General de División en el propio campo de batalla; igualmente el Coronel O’Leary a General de Brigada. Sucre jamás abusó de la victoria, todo lo contrario, instruyó a sus comisionados una inteligente negociación de paz, de conformidad con las bases de Oña. No obstante tanta generosidad, los peruanos rehusaban: como la noche caía y la situación se complicaba, Sucre lanzó el respectivo y apremiante ultimátum... Entre tanto, dispuso los honores, ascensos y recomendaciones. Ordenó que se levantara en el campo de Tarqui una columna de jaspe con la siguiente leyenda: “El ejército peruano de ocho mil soldados que invadió la tierra de sus libertadores, fue vencido por cuatro mil bravos de Colombia, el 27 de febrero de 1829” (J. Gonzalo Orellana.- La Batalla de Tarqui; Historia del Ecuador, tomo V, p. 202, Salvat). El día siguiente, muy cerca del campo de batalla, se firmó el Tratado de Girón.
B.
PROVOCACIONES DEL PERÚ Y CAUSAS DE LA GUERRA
La negativa rotunda por parte del gobierno del Perú a pagar la deuda contraída por Colombia para solventar los gastos de la independencia del antiguo Virreinato de Lima, que en su parte fue acreditada por ciudadanos del Departamento del Sur, como lo demuestra  el siguiente texto del informe del General Santander presentado al Congreso de 1826 “No se ha podido concluir la liquidación de la deuda del Perú en favor de la República, aunque Colombia es la que se presenta como acreedora, ella es deudora a muchos ciudadanos de los departamentos para auxiliar al Perú.”

El despido injustificado e injurioso del ministro colombiano Armero en Lima, constituyó un acto de flagrante provocación, y la última, la más grave de todas, la detención indebida de Jaén y Mainas, que sería la causa fundamental de la guerra de 1829.

En Febrero de 1828, el gobierno peruano envió como Ministro Plenipotenciario al señor José Villa, que venía a contestar los cargos que le hacía Colombia sobre los tres aspectos citado; mas Villa indicó que venía solamente a presentar las satisfacciones sobre el despido del Ministro Armero y que no estaba autorizado para tratar del pago de la deuda, la devolución de las provincias de Jaén y Minas, lo que provocó el reclamo airado de Colombia con un ultimátum que decía: “El Libertador, pues, que como tal se ha consagrado al bien de Colombia, ya que como Presidente de la República es el custodio de sus derechos, no pudiendo ya equivocarse sobre la injustas miras a que el largo padrón de agravios mencionados pruebas que se adhiere el Perú...”

Las ambiciones de los colombianos, Coronel José María Obando y su segundo, Coronel López, insurreccionaron a finales de 1828 los Departamentos de Popayán y Pasto, en manifiesta insubordinación al Libertador con afanes personalistas de poder y con el objetivo de aislar al Departamento del Sur del resto de Colombia.

CAPITULO III

La supervivencia del Estado gracias a la presencia del Poder Militar
Los ejércitos peruanos al mando del cuencano, General José La Mar, habían hollado suelo ecuatoriano a fines de noviembre de 1828. Flores, al mando de su ejército, conformado por la Tercera División Auxiliar y pocos soldados existentes, como base de las fuerzas para la defensa del sur, se encontraba en Cuenca reorganizando su ejército, “para el 28 de enero de 1829, en los alrededores de Cuenca, Flores había puesto casi 5.000 hombres. Allí estaban los batallones “Caracas”, Cauca”, “Rifles”, “Pichincha”, “Quito”, los Escuadrones Segundo, Tercer y Cuarto del “Húsares”, “Granaderos a Caballo” y “Dragones del Istmo”; mientras que otro contingente compuesto por el “Cedeño” el batallón “Ayacucho” y media brigada de artillería, defendían al Puerto de Guayaquil. No podía pedirse más al genio militar de un gran general, cuando medita en la creación de esas fuerzas, tiene que repetirse palabras como éstas: Si se dispone de un ejército organizado por un General como Flores, ya se puede vencer; con mayor razón, si lo mandan Sucre y Flores”.

El bloqueo del golfo de Guayaquil por parte de la escuadra peruana, concretamente con la corbeta “Libertad”, a partir del mes de Agosto de 1828, se realizó en forma parcial y mal disimulada.

De las acciones del ejército en Tarqui, cuya esplendorosa victoria se dio el 27 de febrero de 1829 y las acciones de la Armada Nacional hasta la liberación de Guayaquil concluimos que el Poder Militar, con el Ejército en la gesta gloriosa del 27 de febrero de 1829, y con la Armada Nacional durante las acciones navales desarrolladas en el Golfo en ese año, ratifican  su vital importancia, pues a él se debe la existencia del Estado ecuatoriano cuya presencia nacional cuando estaba amenazado uno de sus elementos, su territorio.

B.
LA DISOLUCIÓN DE LA GRAN COLOMBIA
El triunfo de las armas nacionales en el Portete de Tarqui defendió la soberanía nacional y consolidó la libertad e independencia de la Gran Colombia, las armas nacionales rechazaron y vencieron la ignominia pero no consiguieron cerrar las profundas divisiones intestinas provocadas y originadas por políticos ambiciosos.

Bolívar hacía grandes esfuerzos por mantener la integridad colombiana. Habiendo el Libertador convocado, con fecha 24 de septiembre de 1829, a la Asamblea Constitucional proyectada para el 2 de enero del año 1830, se encaminó a Colombia. Llegó a Bogotá el 15; tuvo la satisfacción de instalar el Congreso con insólita solemnidad, el día 20.

El 8 de mayo, finalmente, tuvo lugar su solemne despedida del Gobierno y del pueblo de la capital.  En medio de las calumnias con que se denigraba la reputación del gran ciudadano y soldado, se hacían con presteza los últimos preparativos para la separación de Venezuela. Se celebró la Asamblea Constituyente en abril y mayo.

El 24 de enero se instaló en Bogotá el Congreso Constituyente, última asamblea Grancolombiana, el cual mereció el nombre de “Admirable”, tanto por la categoría de sus miembros como por la sabiduría de las disposiciones que dictó; pero resultó extemporáneo para impedir la disolución.

Participaron en él, 32 granadinos, 10 ecuatorianos y 6 venezolanos. Presidieron el gran Mariscal de Ayacucho y el Vicepresidente Monseñor José María Esteves, los que, al marcharse de comisión a Venezuela, fueron reemplazados por Vicente Borrero, de Cali y José Modesto Larrea de Quito.

El 13 de Mayo de 1830 es, desde el punto de vista geopolítico y considerando el ciclo vital  de un Estado, la fecha de nacimiento del Estado Ecuatoriano. Del análisis realizado podemos concluir que el origen de la República del Ecuador está íntimamente ligado al Poder Militar, a sus hombres, a sus instituciones, a su capacidad, a su doctrina y sobre todo a las virtudes militares de su pueblo, manifestadas en la heroica resistencia de Rumiñahui.

Vemos que nuestra historia es esencialmente militar, y que el nacimiento del Estado ecuatoriano se debe a la fuerza de las armas; pues, gracias a la espada victoriosa del Libertador, a la magnanimidad de Sucre, a la capacidad  política y militar de Flores, los ecuatorianos, gracias al poder militar, reveló al mundo civilizado la existencia de la República del Ecuador como nación libre y soberana. La trayectoria brillante del poder militar no se detiene durante este momento histórico, pues su presencia es indispensable para consolidar la república naciente.

CAPITULO IV

El Poder Militar y su aporte a la consolidación de la República
El 14 de agosto de 1830, se reunió en Riobamba la primera Asamblea Nacional Constituyente, con representantes de los Departamentos de Quito, Guayaquil y Azuay, en ella,  además de la redacción de la primera Constitución del Estado, se tributó un homenaje “de eterna memoria y eterna gratitud” al Libertador, a quien lo proclamaron “Padre de la Patria y protector del sur de Colombia”.

El 11 de septiembre de 1830, se aprobó la primera Carta Fundamental del Estado, en la que se considera y legaliza la existencia de la Fuerza Armada subordinada al Poder Político. Los individuos del Ejército y Armadas están sujetos en sus juicios a sus peculiares ordenanzas. El siguiente artículo destinado a la Fuerza Armada considera: “Art.52: la milicia nacional que no se halle en servicio no estará sujeta a la leyes militares, sino a las leyes comunes, y a sus jueces naturales, se entenderá que se halla en actual servicio, cuando esté pagada por el Estado”.

Ese mismo día y una vez aprobada y legalizada la Constitución, se eligió al General Juan José Flores, como el primer Presidente Constitucional del Ecuador, con 19 de los 20 votos posibles, además fue elegido Vicepresidente José Joaquín Olmedo con 14 votos.

Se inició así el período floreano, en el que Flores hace gobiernos esencialmente militares, pues ejerce el poder apoyado en las gloriosas fuerzas que habían independizado al Ecuador, pero es necesario destacar que no sólo fue por la capacidad propia de Flores que obtuvo la casi unanimidad en su elección, se debió a que el pueblo ecuatoriano estaba absolutamente consciente de que para desarrollar un proceso histórico como Estado soberano que iniciaba el camino como tal y la nación debía estar profundamente unida al Poder Militar, era necesario e indispensable que el Poder Militar, a través de su representante el Comandante en Jefe, sea el elemento consolidador de la naciente república. 

Fue el General Flores uno los más destacados militares de la época de la Independencia, a cuya causa sirvió, sin interrupción, en campaña, desde 1814 hasta 1825. Desde este año hasta 1830 a la causa Gran-colombiana, y después, hasta 1845 en el ejercicio del poder en el Ecuador. Volvió al país en 1859 y murió en 1864. En la primera época asistió a 43 acciones de armas y libró en el Ecuador, en Nueva Granada y en la frontera del Perú 42 batallas y combates; es decir, 85 acciones de guerra, habiendo obtenido grado por grado sus ascensos desde cadete hasta General de División. En 1835 la Convención de Ambato lo ascendió a General en Jefe del Ejército, grado que se le reconoció posteriormente, en Venezuela, su país natal.

Flores, entonces representante del Poder Militar, cuando naciera la república, no debe quedar la menor duda de su desempeño, después de analizar el juicio del Cervantes de América, Juan Montalvo, quien dice: “Flores, Juan José Flores, soldado de Colombia, valiente de primera clase en la batalla, condecorado por Bolívar; Flores, el héroes del Portete; Flores, dueño del afecto de la aristocracia de Quito, Flores, fundador de la República”.

Por consiguiente, es con Flores al frente del Poder Político y del Poder Militar que el Ecuador inicia su período histórico como República Soberana.

CAPITULO V

La oposición del Poder Militar ecuatoriano al militarismo extranjero
Es frecuente en nuestra historia la alusión, entre despectiva y rencorosa, al militarismo, causa de tantos males y desgracia en los primeros años republicanos, pero la falta de conocimiento y la exageración dan lugar a muchos errores de concepto. Por militarismo, entiéndase, según la ciencia política, “el predominio del elemento militar en el Gobierno” y en sentido más vulgar, los abusos propios de la clase militar, despótica o indisciplinada contra la sociedad puesta a su custodia.

La separación del Sur de Colombia puso en manos de Flores un ejército compuesto por unos dos mil efectivos y conformado por unidades como el batallón “Quito”, que estaban integrados totalmente por ecuatorianos, que bajo la autoridad de jefes competentes, como León de Febres Cordero, Ignacio Torres, Antonio España, Juan B. Pereira, Antonio Martínez Pallares, Sandes y Whittle, se fue conformando con un alto grado de disciplina; pero la aguda crisis fiscal y la falta de presupuesto, hizo que el ejército se fuera disolviendo sistemáticamente; para evitarlo hubiera sido necesario pagar el atraso en los haberes de oficiales y tropa; además, el viaje a su patria de aquellos veteranos de Colombia y Venezuela que combatieron por nuestra independencia y la falta de dinero para esto provocó las tres insurrecciones que tuvo que enfrentar Flores en sus primeros años de gobierno.

En su tercer año de gobierno, los periódicos de oposición, como el “Quiteño Libre”, no dejaron de publicar noticias falsas sobre supuestos “abusos propios del militarismo”. Nuestra historia no recuerda militarismo más horrendo que el del ejército restaurador antifloreano en 1834. Por otra parte, todos convienen en que Flores fue siempre quien impuso la disciplina militar en su ejército y quien escogía a sus oficiales superiores; así, la elección del mulato General Otamendi en dos momentos críticos no significa militarismo, sino represión a sublevaciones militaristas, como en el caso específico del General Urdaneta, quien víctima otra vez de su genio aventurero, había perecido en Panamá, fusilado en unión de varios conjurados y del mismo Coronel Alzuru, que se había levantado con el mando.

El Ejecutivo dispuso que todos aquellos batallones sublevados que fueron derrotados por Otamendi, acudiesen en perfecto orden al cuartel general, donde fueron disueltos y borrados de la lista militar, en presencia de los que habían permanecido fieles a la Institución, al mismo tiempo, se expidieron licencias para el extranjero a más de 150, entre jefes y oficiales, reos de haber violado sus juramentos. De este modo terminó la gran revolución que expuso a fracasar la nave del Estado.

Concluida la revolución liderada por Urdaneta y propiciada por el verdadero militarismo extranjero, son dos sublevaciones más las que intranquilizaron al país, con los mismos afanes, el sueño de reconstruir la Gran Colombia. La primera fue propiciada por el glorioso batallón “Vargas”. Agobiado por una situación calamitosa se insurreccionó contra el gobierno ecuatoriano, el 11 de octubre de 1832. Flores entregó raciones a los insurrectos y canceló la suma de 5.698 pesos, con lo cual 433 hombres emprendieron la marcha hacia su país.

El 12 de agosto de 1832, en la ciudad de Latacunga, 538 hombres del batallón “Flores” se sublevaron contra el gobierno ecuatoriano. Las causas: la falta de apoyo y el deseo de volver a su tierra. Los insurrectos fusilaron a los oficiales, saquearon la ciudad y se dirigieron a Ambato, donde hicieron lo mismo, para luego marchar hacia la costa en busca de algún puerto y salir a su tierra, pero en Bahía de Caráquez fueron alcanzados y liquidados por el entonces Coronel Otamendi.

Es así como el Poder Militar ecuatoriano enfrentó al militarismo extranjero, que en nuestro inicio como Estado buscó su desaparición y muerte al pretender reincorporarlo a Colombia.

CAPITULO VI

El Poder Militar en la consolidación definitiva de la República
El año de 1832 concluyó con la sofocación de la revolución “ultrabolivarista” dirigida por Urdaneta y con la represión sangrienta de las insurrecciones de los batallones colombianos “Vargas” y “Flores” por parte del Coronel Otamendi, a nombre del General Flores.

La lucha contra el gobierno se compacta en un grupo que busca oponerse a las arbitrariedades del Presidente Flores y de sus gobernadores militares; éste se denominó “La sociedad del Quiteño Libre”. Estaba constituida por varios militares y algunos civiles, entre ellos, Vicente Rocafuerte. Esta sociedad hizo una contumaz oposición al gobierno de Flores, a través de su propio periódico.

Rocafuerte, lideró la oposición en el Congreso, fue destituido y confinado a su tierra natal. El 17 de octubre de 1833, el Coronel venezolano Pedro Mena se levantó contra el gobierno de Flores en Guayaquil, liberó a Rocafuerte y le ofreció la Jefatura Suprema, manteniéndose Mena como Comandante General. Flores salió al mando del Ejército para enfrentar a Mena y Rocafuerte en Guayaquil el 18 de octubre. Al día siguiente estalló en Quito la conspiración del “Quiteño Libre”, que fue reprimida a sangre y fuego. El 24 de noviembre Flores ocupó Guayaquil. Rocafuerte huyó por mar, sublevó la escuadra y estableció su cuartel general en la isla Puná, desde donde inició lo que la historia conoce como la “Guerra de los Chihuahuas”.

La revolución tomó grandes dimensiones. En los primeros meses de 1834, se produjeron varios acontecimientos políticos y militares como el combate de Pesillo, en el cual murió el General José María Sáenz, que días antes se había sublevado en el norte. El 4 de Junio de 1834, Tabacundo fue el escenario en donde las fuerzas del ejército enfrentaron a las del Coronel Francisco Montúfar, y constituyeron un estímulo para que Otavalo e Ibarra se decidieran por la revolución, Rocafuerte sea entregado primeramente a  Mena y luego a Flores, quien, con  gran visión política, pactó con su antiguo enemigo y lo proclamó Jefe Supremo de Guayaquil, mientras Valdiviezo era proclamado en Quito y en Azuay.

El 10 de septiembre de 1834, Flores da otro ejemplo de gran capacidad y visión política, al dejar el poder como lo manda la Constitución.

1.
La Batalla de Miñarica

El notable historiador ecuatoriano, Alfredo Pareja Diezcanseco, indica que: “El 18 de enero de 1835, después de que se movió con buena táctica por el lado occidental de la cordillera, Flores engañó a Barriga con un falso movimiento hacia Latacunga, obligándolo a salir de sus posiciones, volvió a tiempo para ocupar Ambato, abandonada por el enemigo, y escogió su campo en los arenales de Miñarica, desde donde se parapetó tras una colina...”; y, complementa: "El Perú, de cumplirse el designio de agregación quiteña a Colombia, hubiera movilizado inmediatamente sus fuerzas para ocupar Loja, el Azuay y todo el litoral no solo para satisfacer sus demandas anteriores, sino para evitar que Colombia lo hiciera, agradándose peligrosamente como vecino".

Aproximadamente a las cuatro de la tarde del día 18, el “Ejército Convencional”, comandado por la gran experiencia táctica y estratégica del GRAD Juan José Flores, enfrentó en los arenales de Miñarica al “Ejército Restaurador” del GRAL Isidoro Barriga, segundo esposo de la Marquesa de Solanda. Allí se desarrolló la batalla cantada por Olmedo. En ésta, Flores se cubrió nuevamente de gloria al enfrentar a Barriga, experimentado y destacado General, ya que “había estado en Boyacá y Carabobo, en la Guaira, las Trincheras y Yaruquí, que se portó admirablemente en Macará, que fue ascendido a Teniente Coronel después de Ayacucho”.

Flores tenía menos hombres. En total, no llegaban ambos ejércitos a tres mil. Y hubo novecientos muertos. En realidad, una vez lanzada la carga final y sorpresiva, cuando los soldados de Barriga trepaban la colina, Miñarica fue un campo de carnicería, más que de batalla, en el que el General mulato Juan Otamendi se distinguiría como siempre por su ferocidad.

Por estas razones el gran poeta Olmedo compuso su Oda a la Batalla de Miñarica, en honor a Flores, en una parte expresa: "allí está Miñarica. La discordia/ allí sus haces crédulas ordena:/ las convoca, las cuenta, las inflama.../ las inflama....después,/ las desenfrena/.....Se hunde el monte el huracán estalla, / y es todo el aire de un campo de batalla".

Luego se confortó la vitalidad ecuatoriana y resurgió un movimiento ascendente. Será Rocafuerte, con su Gobierno, quien contribuya a trazar nuevos rumbos para el país sobre bases amplias de educación y la consolidación de las instituciones.

Sin embargo, Miñarica es una de las grandes fechas del calendario de nuestra nacionalidad, pues, de no haber vencido Flores ese día, más que probablemente el Estado ecuatoriano hubiera desaparecido entre Colombia y el Perú, es por ello, que Miñarica”, debe permanecer en la memoria de los ecuatorianos como uno de los acontecimientos de mayor importancia en los orígenes e integración de nuestra nacionalidad”. 

Siendo Miñarica un hecho militar que expresó la capacidad profesional del original Ejército ecuatoriano y la voluntad del pueblo para proyectarse libre hacia su destino en la capacidad del conductor y estratega, en la tenacidad y valentía de los soldados, en la aplicación eficiente de la doctrina táctica y en los valores militares, Miñarica es sin duda, sinónimo de Poder Militar, por tanto el canto de Olmedo es un elogio al Poder Militar, las expresiones escritas por políticos e historiadores que engrandecen a Miñarica son expresiones dirigidas a este Poder, porque la patria y el pueblo ecuatoriano saben por su historia que en Miñarica el Poder Militar consolidó definitivamente la República del Ecuador.

El 23-ENE-1835, Flores llegó con el ejército a Quito y reconoció en Rocafuerte al representante del poder político. Se reunió la Convención Nacional en Ambato y se dictó la Segunda Carta Política, que confirmó la existencia indispensable del Poder Militar como garantía para la supervivencia del Estado.

De 1830 a 1845, la vida republicana está marcada por una gran influencia militar, influencia que se justificó plenamente, como ya lo hemos analizado. El período floreano concluyó el 6 de marzo de 1845 con la revolución marcista, revolución marcada por un profundo signo nacionalista y civilista y de una gran oposición a la degradación del poder que a lo largo de quince años Flores había acumulado.
CAPITULO VII

El  Nacionalismo y el Poder Militar Nacional
A partir del 6 de marzo de 1845, y con el tinte eminentemente nacionalista de la revolución, se produjo el relevo de los mandos, unidades y soldados venezolanos y colombianos, que en gran cantidad permanecieron aún en las filas de nuestro ejército, así lo confirman también los manifiestos a la nación de Vicente Rocafuerte, quien dice que, de las tres Comandancias Generales, la de Cuenca es patrimonio de un General venezolano, la del Guayas de un General irlandés, la de Pichincha de un General inglés. De los quince Generales que existen en la República, doce son extranjeros y tres son nacionales.

Sin embargo como ya fue analizado, el término militarismo no se ajusta a una descripción exacta de la presencia militar en el país y a su influencia y contribución a la formación del Estado. En el período de 1845 a 1859, en que José María Urvina ejerció el mando militar y civil, se iniciaron en el Ecuador grandes transformaciones sociales.

En efecto, su preocupación fue constituir un Poder Militar fortalecido, con un ejército profesional y estructurado, pues él define al Ejército como “la porción de patricios que se privan de las dulzuras y consuelos del hogar doméstico y se someten al yugo de las privaciones, de las fatigas y de los peligros de la carrera de las armas, para velar por la conservación de la paz, para sostener las libertades públicas, para garantizar la vida y las propiedades de sus compatriotas”.

1.
El caudillismo amenaza la República

El 14 de octubre de 1856, concluyó el gobierno del General José María Urvina, le sucedió el General Francisco Robles, proyectándose éste como caudillo en el poder.

El caudillismo en el Ecuador constituye una prolongación del caciquismo, del que sólo se diferencia en que se expresa a nivel nacional superando el ámbito provincial o regional. Concepto que ha sido considerado por cuanto, a partir del gobierno de Urvina, sus sucesores son caudillos militares que han sido elevados al poder y han frustrado generalmente las esperanzas de los ideólogos y de los patriotas.

Algunos gobiernos que rigen el Ecuador a partir de 1856 se ajustan a estos conceptos, ellos, con apoyo de su “propio” ejército, degradan al Poder Militar y conspiran unos contra otros, creado el clima más oscuro en la república del siglo XIX, período que se inició el año de 1856.

CAPITULO VIII

La consolidación de la nacionalidad y reformismo militar
Después de la campaña de Guayaquil y de los tristes acontecimientos que la antecedieron y causaron, surge la figura del doctor Gabriel García Moreno. Había negociado con el enemigo para derrocar a  Urvina y Robles en Jambelí, permitiendo y negociando también el bloqueo a Guayaquil y su consecuente invasión, actitud cuestionada por la historia, pero luego aparece como el reformador de la república y consolidador de nuestra nacionalidad. Su férrea personalidad ya estaba predestinada para reconstruir la patria y encaminarla hacia el progreso, apoyándose firmemente en el poder Militar. Este hombre de osadía extrema, a su retorno a Quito, después de “romper sus relaciones con Castilla y con el General Franco, fue apresado en Riobamba por el capitán Santiago Palacios, que le pidió renunciar al gobierno. La respuesta fue un rotundo “jamás”, Palacios le encerró y dispuso su fusilamiento para el amanecer, pero García Moreno, a la media noche advirtiendo que la tropa estaba embriagada, logró escapar; consiguió una patrulla leal por los alrededores; regresó, asaltó el cuartel y fue él quien hizo fusilar al capitán Palacios. 

Sin embargo, mientras se desarrollaba este proceso, las aventuras de Tulcán y de Cuaspud, por no estar fortalecido aún el Poder Militar y no contar con los pertrechos suficientes, constituyeron una humillación para el Ejército y la patria. Se expuso a las armas de la república a la peor degradación, ya que estas batallas no eran entre dos naciones enfrentándose a vengar injurias a lo sagrado de la nacionalidad, sino entre dos hombres que manejaban soldados. García Moreno comprendió perfectamente que para garantizar la vida de república era necesario considerar en el programa de consolidación de la misma un brazo capacitado, fuerte y organizado, de manera que pudiera conjurar las amenazas de invasión externa y de subversión interna. Por este motivo, en la reorganización  militar que emprendió puso énfasis en dos objetivos. En primer lugar “despolitizar las Fuerzas Armadas, elevando su nivel de profesionalización y realizando una “purga de indeseables”. La segunda meta fue alcanzar el mayor nivel de tecnificación posible, lo cual supuso, no solamente, la compra de armamento moderno y el establecimiento de mayor rigidez en la organización y en los ascensos, sino también la necesidad de elevar tanto la instrucción general de la tropa y de los oficiales, como su capacitación especializada.

Urvina y Robles habían organizado desde Lima un movimiento revolucionario que llegó a Guayaquil donde dadas estas circunstancias, y luego de otorgarse por decreto el título de Comandante en Jefe del Ejército, García Moreno viajó a Guayaquil y en solo tres días llegó al puerto dispuesto a enfrentar personalmente la amenaza. Luego de arrendar el buque mercante “Talca”, de bandera inglesa, partió tras los revolucionarios que se dirigieron a Jambelí, y les dio alcance el 26 de junio a las 9:30 horas. El combate conducido por el Coronel  Juan Manuel Uraga, egresado también de la escuela náutica, al igual que Urvina y Robles, y dirigida por el propio García Moreno concluyó con la derrota de las fuerzas revolucionarias, que fueron capturadas y sus hombres ejecutados luego de que sus naves fueron tomadas por abordaje. La ejecución de los vencidos fue ordenada y presenciada por el propio García Moreno.

La Jefatura Suprema y las dos presidencias constitucionales de García Moreno llevaron al país a un elevado nivel de progreso y desarrollo. Reformó la República y gobernó en beneficio del país. Indiscutiblemente, con la base del Poder Militar.

García Moreno estableció las bases de la legislación militar. El 5 de marzo de 1869, se aprobó el proyecto del Código Penal Militar. El 18 de marzo de 1870, el código de enjuiciamientos en materia militar. En clara concepción de estructurar y fortalecer el Poder Militar, indispensable para la existencia del Estado, da éste, un fundamento valioso para las instituciones militares, ya que con la creación o apertura de las escuelas de formación y con legislación establecida está proporcionando sólido fundamento al Poder Militar con los aspectos básicos del mismo. Composición básica, subordinación legal, principios de jerarquía y disciplina y carácter de permanencia. De igual modo, se establecen los factores específicos del  Poder Militar, tales como instrucción, adiestramiento y aislamiento, innovación técnica y sobre todo doctrina militar.

B.
LA DESVIRTUACIÓN DEL PODER MILITAR

El caudillismo ha sido un mal de la república y la antítesis del Poder Militar, sin embargo, la historia política y la historia militar tienen páginas que escritas con las prepotencias del poder, con el autoritarismo y la incapacidad, han hecho de este Poder un instrumento para satisfacer la egolatría, desvirtuándolo totalmente y colocando a la república próxima a la tercera etapa de su ciclo vital.

Un caso existe en nuestra historia y es el protagonizado por el General Ignacio de Veintemilla, conocido como “el mudo”, o “Ignacio de la Cuchilla” como lo bautizó Juan Montalvo, este caudillo que había servido en el Ejército Convencional de García Moreno, asumió el poder el 8 de septiembre de 1867 al proclamarse en Guayaquil Jefe Supremo y Capitán General de los Ejércitos de la República, con el apoyo de la oligarquía guayaquileña, desconociendo al gobierno constitucional de Antonio Borrero que había sucedido a García Moreno después de su asesinato.

Quito fue el escenario de los primeros enfrentamientos, las fuerzas liberales y conservadoras se habían unido para luchar contra el tirano.  En Quito surgió nuevamente la figura de la “generala” doña Marieta de Veintimilla, sobrina del tirano, que condujo a las tropas de su tío cuando se proclamó dictador; se puso al frente del ejército que sostuvo al gobierno, fue derrotada y encarcelada. En Guayaquil plaza fuerte del General, fue cercado su ejército por el de Eloy Alfaro, que venía victorioso de Esmeraldas y Manabí y por el ejército restaurador que comandaba el General José María Sarasti.   El acuerdo liberal conservador concluyó con el licenciamiento de las tropas de Alfaro y el lógico debilitamiento del líder. 

1.
Combate Naval de Jaramijó

Luego de las batallas que el 9 de junio de 1883 pusieron fin en Guayaquil al gobierno dictatorial del Gral. Ignacio de Veintemilla, los triunfadores (liberales y conservadores), organizaron una Junta de Gobierno o "Pentavirato" que convocó a una Convención Nacional, que reunida en Quito eligió, en octubre de ese mismo año, al Dr. José María Plácido Caamaño para el cargo de Presidente de la República, iniciándose entonces en el Ecuador el período llamado del "Progresismo".

Al principio el Presidente Caamaño contó con el respaldo y la colaboración de todos los partidos políticos que lo habían llevado al poder, incluyendo al liberal, pero al poco tiempo se identificó y rodeó solamente con los conservadores y rechazó todo diálogo con los liberales, por lo que éstos, luego de protestar y no ser escuchados, pasaron a la oposición e iniciaron de inmediato los primeros movimientos revolucionarios.

Inicialmente los liberales sufrieron algunas derrotas por parte del ejército regular, por lo que muy pronto tuvieron que suspender la lucha y el Gral. Alfaro debió abandonar el país con destino a Panamá; pero al poco tiempo recibió la ayuda económica y moral de Luis Vargas Torres y de todos los ecuatorianos identificados con los postulados liberales, gracias a la cual fue posible comprar y armar el buque "Alajuela", en el que se reanudó la lucha en contra del gobierno de Caamaño.

A mediados de noviembre de 1884, a la altura de Tumaco (Colombia), el "Alajuela" hizo huir al buque gobiernista "9 de Julio", y pudo llegar a Esmeraldas el día 23. Cuatro días más tarde se produjo el combate de Charapotó que también fue favorable a los revolucionarios liberales, pero el día siguiente fueron derrotados en Portoviejo, por lo que tuvieron que retirarse a Bahía de Caráquez.

Nuevamente a bordo del "Alajuela" los liberales se prepararon para continuar hostilizando a las naves del gobierno, y entre el 5 y 6 de diciembre de ese mismo año, frente a las playas de Jaramijó, al este de Manta, la nave revolucionaria enfrentó nuevamente al "9 de Julio", que venía acompañado por el "Huacho", también perteneciente a las fuerzas del gobierno.

Esa noche Alfaro fue protagonista de una desesperada y terrible batalla naval. Con tropas muy inferiores en número y armamento decidió enfrentar heroicamente a sus enemigos. Ya la tripulación estaba advertida de que la lucha sería desigual, y el comandante Andrés Marín y la oficialidad tenían instrucciones precisas de cuál sería la acción a tomar en caso de no poder lograr la victoria. ¿Cuál es su plan, general...?. Volaremos el buque antes de caer prisioneros... ¿entendido?. 

Trabados en desigual combate, la oscuridad de la noche favoreció la estrategia planeada por los revolucionarios que lograron abordar al "Huacho" que transportaba más de cuatrocientos soldados gobiernistas, la mayoría de los cuales fueron capturados y llevados a bordo del "Alajuela"; fue entonces que hizo su aparición, como una sombra, el "9 de Julio", escupiendo fuego y plomo y barriendo la cubierta de la nave revolucionaria con nutrido fuego de ametralladoras.

La situación se volvió desesperada y terrible, el estruendo de los disparos se mezclaba en fúnebre armonía con el chasquido de los metales al chocar los sables y los machetes; los gritos de aliento y los estertores de muerte. Entonces, y en cumplimiento con lo acordado, una terrible explosión sacudió de popa a proa la débil estructura del "Alajuela".

Así, herido de muerte, "iluminado por las llamas que devoraban la cubierta desde la mitad del buque hacia la popa, continuó tranquilo su marcha a la playa; nadie nos persiguió, ni ademán hizo el enemigo de intentar aproximarse a nuestro volcán flotante. Hubo instante que pareció se desencadenaba una sangrienta tragedia a bordo, por el interés de los botes; en el acto restablecí felizmente el orden, y nuestro vapor prosiguió su marcha hasta varar con marea creciente en la playa, entre Crucita y Jaramijó. Así terminó el Pichincha (nombre con el que el Gral. Alfaro había bautizado a la nave) su gloriosa carrera, llevando a bordo un número de prisioneros tres o cuatro veces mayor que el de sus aprehensores, como trofeo inmarcesible de cuatro horas de lucha desigual. El combate principió antes de la medianoche y calculo que terminó como a las cuatro de la madrugada" (Eloy Alfaro.- Narraciones Históricas, p. 261).

C.
EL PODER MILITAR EN LA REVOLUCION LIBERAL
La revolución liberal surgió de la voluntad popular para oponerse a la tiranía y a la represión que ejercían los poderosos. Se inició con la expedición de “El Alhajuela” sobre las costas de Manabí y la proclamación como Jefe Supremo del “Viejo Luchador” en su tierra natal el 15 de noviembre de 1884.

Al grito de “viva Alfaro”, las montoneras revolucionarias se generaron por todas partes, grupos liberales en Ambato, Latacunga, Tulcán, Vinces, Balzar, donde la república parece minada por Alfaro. En Esmeraldas, organizó una división revolucionaria al mando de Vargas Torres, Alfaro en el “Alhajuela” se dirigió rumbo a Manabí para establecer su cuartel general en Charapotó.

El caudillo organizó su ejército así: el Coronel Francisco Dueñas (chingas); columna volante de 40 jinetes a las órdenes del Comandante Celso Giber; batallón “Esmeraldas” bajo la dirección de los Comandantes Amador Rivadeneira, Carlos Otaya y Mayor Medina. La ametralladora a cargo de los Sargentos Mayores Sepúlveda y Vengochea y del Coronel Fidel Andrade, el batallón “Pichincha” al mando del Coronel Medardo Alfaro y Zenón Sabando, guardaparque, el Comandante Ciro Dueñas, secretario privado doctor. Adolfo Pinillos, ayudantes Mayor Guzmán y Capitanes Agustín Solórzano y Rafael A. Palacios; cirujano doctor Manuel Jervis, individuo entregado a la crápula  y que tenía su residencia en Riochico, se enfrentó el primero de diciembre de 1884 al ejército convencional de la provincia de Manabí; las fuerza del gobierno vencen a los revolucionarios y Alfaro se retiró a Charapotó para rehacerse de su derrota. Esta acción bélica fue el inicio de una campaña revolucionaria y montonera que condujo al poder a uno de los más grandes hombres en la historia de la patria.

La pasión política ha analizado a través de sus críticos la Revolución Liberal, la justifican plenamente los simpatizantes y la atacan apasionadamente sus detractores. La Revolución Liberal es el hecho histórico más importante en todos los tiempos de la República.

Eloy Alfaro, volvió a Panamá para continuar la organización de su lucha armada, que requería de una victoria de mayor importancia militar que aquella que logró en sus primeros intentos. En el Ecuador, los montoneros alfaristas desarrollaban una extraordinaria campaña en base de guerrillas. El 4 de junio el pueblo guayaquileño asaltó los cuarteles e insurreccionó a la plaza, para el 5 de junio de 1895 proclamar a Eloy Alfaro Jefe Supremo de la República y General en Jefe del Ejército. Alfaro llegó a Guayaquil el 18 de junio, se hizo cargo de la Jefatura Suprema, puso en vigencia la Constitución de 1878 y organizó su ejército, en su gobierno una fuerza militar que le permita desarrollar el poder político y el poder nacional.

Su origen social le hace popular en sectores sociales cansados de familias predestinadas al mando; su origen costeño le convierte en el portavoz de los intereses de la región; y su competencia militar le acredita como el jefe más idóneo para dirigir la guerra civil que ha de venir. Dos etapas desde el punto de vista militar han de estructurarse en la revolución liberal, la primera que inició Alfaro con los movimientos insurgentes durante 30 años, guerrilla organizada, insurrección armada que enfrentó al gobierno legalmente constituido, nada tiene que ver ni se parece a un poder militar. Las montoneras alfaristas carecen de todos los fundamentos para ser poder militar; los recursos humanos están constituidos por los más variados elementos, cuerpo heterogéneo sin experiencia militar alguna, si mandos capacitados y sin formación militar. 

La segunda etapa de la revolución liberal, desde esta óptica, se inició el 5 de junio de 1895 con la proclamación de Eloy Alfaro como Jefe Supremo y General en Jefe del Ejército. En esa fecha representó el poder político y es quien dirigió el poder nacional, estaba también al frente del poder militar y, que antes del 5 de junio no está constituido en Alfaro, ya que existe el Ejército constitucional, cuyo Comandante fue el General José María Sarasti y representaba al Jefe de Estado y a la República.

Si bien es cierto que el ejército liberal en el inicio de la guerra civil en Junio de 1895 es un ejército incipiente, durante el fragor de la campaña va acumulando experiencia bélica y desarrollando a través de ella los factores específicos que dan a una fuerza armada el carácter de poder, la incorporación de Leonidas Plaza Gutiérrez, que ostentaba el grado de General en la República de El Salvador y que  encontraba sirviendo con el grado de general de División en el ejército de Costa Rica, da al ejército liberal la “capacidad de sus mandos”.

El 14 de agosto, las fuerzas de Eloy Alfaro se enfrentaron a las del conservador General José María Sarasti cerca de Riobamba, lugar donde se da la célebre batalla de "Gatazo". El mismo día en el "Socavón", cerca de Ambato, eran derrotadas las fuerzas conservadoras. El General Eloy Alfaro luego de su victoriosa campaña entró a Quito el 1ro. de septiembre de ese año.

A partir de 1896, en la búsqueda de la consolidación del gobierno liberal, se dan algunos combates en los que el ejército de Alfaro enfrentó a las facciones del ejército conservador. Con la Revolución Liberal, además de las transformaciones sociales de profunda resonancia en la historia republicana y de los grandes cambios en el campo económico, se producen también profundas reformas militares, que Alfaro ejecuta  con el objetivo de dar a la República un poder militar fortalecido, capaz de constituir la real expresión de un poder nacional también fortalecido.

La Revolución Liberal es un acontecimiento basado y fundamentado en el poder militar. Las transformaciones radicales no hubiesen podido ejecutarse ni mantenerse sin la presencia de la fuerza armada como brazo firma de la revolución. Alfaro es uno de los más grandes generales de nuestra historia y el modernizados institucional del Ejército y la Armada del Ecuador, pues él, a través de la fundación de la Escuela Superior Militar y de la Escuela Naval, de la aprobación de leyes y decretos que establecen la academia de Guerra, las escuelas de clases y otros institutos y mediante la contratación de las misiones militares chilenas, da una estructura completamente nueva al Poder Militar, estructura que ha servido de base del mismo hasta nuestros días. 

La revolución liberal es el acontecimiento social, económico y militar de mayor trascendencia de la historia ecuatoriana; en lo social y económico por las radicales transformaciones analizadas y conocidas perfectamente; en lo militar, por cuanto ésta se guía y se sostiene en el poder militar estructurado y organizado para alcanzar el objetivo propuesto. Efectivamente, es el poder militar la columna vertebral de la única y auténtica revolución realizada en el país, pues para entonces ya estaba fortalecido, como fue demostrado en 1910 cuando Alfaro marchó a las fronteras de la patria. Aquella fue excelente demostración de cómo el poder militar fortalecido es la única garantía para la seguridad y supervivencia del Estado.

CAPITULO IX

Intervenciones rectificadoras  de las Fuerzas Armadas
1.
El poder militar frente del poder político

El 28 de enero de 1912, cuando muere asesinado Eloy Alfaro, el General Leonidas Plaza se convierte en el árbitro del Partido Liberal y en su “gran elector”, con la colaboración del Gerente del Banco Comercial y Agrícola de Guayaquil, Francisco Urbina Jado”.

La posición de Plaza profundizó más la grave escisión del Partido Liberal, que se manifestó con la revolución armada de Flavio Alfaro en Esmeraldas, a raíz de la muerte del Presidente Víctor Emilio Estrada, contra el Gobierno de Carlos Freile Zaldumbide, que le sucedió constitucionalmente después de su muerte. Leonidas Plaza fue colocado al frente del Ejército Constitucional para combatir la insurrección de Flavio Alfaro, que sofocada luego de los sangrientos combates, Plaza se proyectó hacia su segundo mando constitucional, durante el cual enfrentó  una de las revoluciones de la historia ecuatoriana, la del Coronel Carlos Concha Torres en Esmeraldas.

La oposición armada contra los liberales por parte de liberales solamente concluyó con el Gobierno de Plaza, al que sucedió el doctor Alfredo Baquerizo Moreno. En 1920 asumió el Poder el doctor José Luis Tamayo.

A raíz de la crisis desatada por la Primera Guerra Mundial, el negocio del cacao descendió notablemente, afectando en forma clara a la economía del Ecuador, disminuyendo el nivel de vida de los ciudadanos que tenían ingresos fijos y el pueblo fue hundiéndose en el hambre y la miseria.  Esta situación fue aprovechada por los anarquistas y comunistas que tenían dominio sobre la asociación de cacaoteros e influían en la conducta pacífica de la Confederación Obrera del Guayas (COG) y aprovechándose de la situación de angustia existente entre los necesitados, crearon otra organización no gremial, sino revolucionaria, llamada Federación de Trabajadores Regional Ecuatoriana, FTRE.

En lo político, el Partido Conservador, miembros del bipartidismo de la época, provocó una insurrección armada contra el gobierno liberal. En el año 1924 concluía el período presidencial del doctor Tamayo.

A pesar de la promesa del gobierno, que nunca se cumplió, de no tener candidato oficial, del día de la elecciones se multiplicaron los votos a favor del doctor Gonzalo S. Córdova, quien ausente en Venezuela triunfo en las mismas, por un descarado fraude electoral, el pueblo comenzó a expresar la necesidad de una transformación política y económica que sólo podía ser ejecutada por lo único rescatable que tenía el país; su poder militar. Se originó así la primera intervención institucional de las Fuerzas Armadas en la vida política del país.  

2.
La revolución juliana (9 de julio de 1925)

El 31 de agosto de 1924, se posesionó como Presidente Constitucional de la República el doctor Gonzalo S. Córdova, ante la esperanza y expectativa del pueblo que, dada su brillante trayectoria política, veía en él la posibilidad de redención a sus problemas;  sin embargo, casi inmediatamente las expectativas populares se disiparon.

Después de este período de honda depresión política se sintió el peso del abrumador despotismo de la bancocracia, durante once años, en los cuales. Por múltiples motivos, la economía de la república y sus finanzas cayeron hechas trizas.

Entre los políticos de oposición, el analista económico financiero, Luis Napoleón Dillon señalaba que “... el origen de los males de la patria estaba, principalmente en el Banco Comercial y agrícola y su política financiera, ruinosa para todos, en los gobiernos que él, de acuerdo con el general Plaza, había hecho, de Baquerizo a Córdova”.

Las razones de la grave crisis fueron señaladas por los expertos y analistas de la época en estos términos: la inconvertibilidad del billete, las emisiones sin respaldo y la inflación, como causas principales, y, como secundarias, la especulación, el abuso del crédito, la super importación, el desnivel de la balanza de pagos y la falta de control sobre los bancos. Ante los motivos de la crisis se presentaron como únicas alternativas de solución las siguientes:

1) La destitución inmediata del Gobierno constituido,

2) La liquidación de la influencia absorbente del General Leonidas  Plaza, quien “ponía y quitaba presidente y ministros” y también de Urbina Jado; y,

3) La liquidación inmediata del Banco Comercio y Agrícola de Guayaquil

Esta era la solución que sólo la capacidad moral y material del poder militar podía poner en práctica en el país.  Como hemos analizado, el Ejército ecuatoriano constituyó durante los primeros años de la historia republicana la base sustancial del Poder Militar, sin embargo, su falta de institucionalización fue la consecuencia de la defectuosa formación política del estado ecuatoriano, y la que le condujo a permanentes enfrentamientos contra la fuerzas de los caudillos.

La profesión no se aprende en academias y los ascensos no se producen por antigüedad, estudios y pruebas de aptitud. El militar de la época se autoeduca en la ciencia de las armas mediante la experiencia práctica adquirida en los campos de batalla, y en las montoneras revolucionarias. Sin embargo, el Poder Militar, en las formas analizadas, siempre estuvo presente en la historia de la patria como expresión y brazo armado del poder nacional.

La institucionalización de las Fuerzas Armadas en el sentido estricto de la palabra se inició con la fundación del Colegio Militar y de la Escuela Naval por Eloy Alfaro, en 1899 y 1911. La presencia de la primera Misión Militar Chilena, en el año 1902, dio un giro trascendental a la formación de los oficiales del Ejército y de la Marina de Guerra del Ecuador.
El proceso de organización e institucionalización del Ejército se completó con la especialización de jóvenes oficiales en las escuelas militares de América y Europa; pero fue a partir del año 1922, con la llegada de la primera misión italiana, el 22 de mayo de ese año, que se dio una profunda y verdadera profesionalización al ejército ecuatoriano, fundaron las escuelas de armas y la academia de Guerra del Ejército; se dictaron cursos de ingeniería y se graduó a los pioneros de la aviación militar. 

Cabe destacar que, a partir de la fundación de la  Escuela Militar, el pensamiento y la filosofía de los oficiales del Ejército sufrieron una importancia transformación, deja el oficial de ser político y tiende a ser esencialmente profesional, y se deja de asignar grados por participaciones en las guerras civiles.

Las primeras promociones de oficiales egresados de la Escuela Militar se encontraron con este ambiente diferente y alejado de su formación profesional, los oficiales inferiores ponían alguna preocupación por instruirse, los jefes en su mayoría carecían hasta de rudimentarios conocimientos generales, no pocos militares, aún de conocimientos elementales.

Analizada la situación el país en sus partes más destacadas y en las cuatro expresiones del poder nacional, determinaremos los hechos que provocaron la primera intervención institucional de las Fuerza Armadas. No quedaba otro recurso que la fuerza para arrancar al país de las fauces de la fiera que lo venía devorando desde años atrás; y la revolución” de arriba para abajo”, que no se la quiso hacer a pesar de las advertencias terminantes hechas en cierta histórica entrevista, hubo de hacerse de “abajo hacia arriba”, y el 9 de julio de 1925 fue un hecho.

Fue en Quito, en el interior del grupo de artillería “Bolívar, el 25 de octubre de 1924 cuando un puñado de jóvenes oficiales se reunieron y hablaron de las desgracias de la patria y de los posibles caminos para salvarla. Sus miembros serían preferentemente jóvenes, seleccionados con mucho rigor conformaron una  liga  que tenía fines de reconstrucción en lo político, en lo económico, en lo social y en lo militar.

En la tarde del 9 de julio de 1925, grupos de soldados armados salieron a las calles de Guayaquil, en busca de las principales autoridades y de sus propios jefes para detenerlos. La liga había iniciado al frente del Poder Militar la primera intervención rectificadora de las Fuerzas Armadas. Fue el Mayor Idelfonso Mendoza quien lideró en Guayaquil el movimiento, que al tener inmediata repercusión en Quito y en el resto del país concluyó con el derrocamiento del régimen de Gonzalo S. Córdova y con la instalación de la Junta Suprema Militar, constituida por jóvenes oficiales y de la Junta de Gobierno Provisional, conformada por destacados elementos civiles. El movimiento se ejecutó con honor, valor y patriotismo, sin derramar una sola gota de sangre ecuatoriana.

En esta oportunidad, el Poder Militar, por su propia decisión y sin obedecer a caudillo alguno o a las grandes oligarquías, intervino en la política del país para rectificar el curso de la historia y salvar a la República de las garras de la plutocracia, de la bancocracia, de la ambición y de la incapacidad de los políticos de la época y para conducir al Estado ecuatoriano por rumbos de transformación y progreso. El movimiento contó con el respaldo patriótico de todo el país, como puede constarse en los documentos que se publicaron en ese tiempo.  La transformación socio-económica del país que se inició con la intervención del Poder Militar el 9 de julio de 1925 y terminó el 24 de agosto de 1931, con la renuncia del doctor Isidro Ayora.

La Revolución Juliana, intervención rectificadora del Poder Militar, fue mayoritariamente respaldada y apoyada por el pueblo ecuatoriano, porque el pueblo, que ha recorrido ya 100 años de vida republicana, sabía que la única fuerza que le quedaba a la patria para salir de la crisis, era la fuerza moral que le proporcionaba su Poder Militar. Las manifestaciones públicas de respaldo al movimiento, expresadas por eminentes personalidades y de instituciones respetables de la república, justificaron plenamente la intervención y la calificaron en sus verdaderos términos: “nacional”, “depuradora”, “magnífica”, “de esperanzas”, “idealista”, “patriótica”, etc.

La Revolución Juliana de 1925 constituye la primera intervención de la Fuerzas Armadas con el propósito de introducir reformas a la organización de país. En estos seis años que comienzan el 9 de julio de 1925 y terminan el 24 de agosto de 1931, como se vio antes, por primera vez, el Estado establece ciertos controles sobre la "“empresa privada"” se reconocen algunos derechos de los trabajadores y se libera a la autoridad pública del dominio de la “bancocracia” guayaquileña representada por el Banco Comercial y Agrícola.

Las transformaciones sociales y económicas que se dieron en el país como consecuencia de la revolución juliana permitieron enrumbar al Ecuador y proyectarlo hacia el futuro, fue el Poder Militar el brazo ejecutor de este movimiento salvador, que con su capacidad y patriotismo una vez más, salvo de la regresión y muerte al Estado Ecuatoriano. 

3.
El gobierno del General Alberto Enríquez Gallo

En 1925 tuvo importante participación en la Revolución Juliana que culminó con el derrocamiento del gobierno del presidente Dr. Gonzalo S. Córdova, y posteriormente, en agosto de 1932 participó también en la “Guerra de los Cuatro Días”, que se produjo cuando el señor Neptalí Bonifaz, luego de ser elegido legalmente como Presidente de la República, fue descalificado por el Congreso e impedido de ejercer dicho cargo, aduciendo que era de nacionalidad peruana, un sacrilegio por aquellos días.
El General Enríquez, convertido en el hombre fuerte del gobierno interino del doctor Alberto Guerrero Martínez, su intervención fue determinante para que el Dr. Juan de Dios Martínez Mera triunfe en las elecciones presidenciales de 1932.
Por esa época, su poder militar y político aumentó de tal manera, que en 1935, luego de que el Dr. José María Velasco Ibarra se “precipitara sobre las bayonetas”, presionó para que el Dr. Antonio Pons, Encargado del Poder, presente ante el ejército la renuncia a sus funciones.

Entonces y para aprovechar el momento político que atravesaba el país, ejerció toda su influencia con el fin de que el poder le sea entregado a su padrino de bautizo, el Ing. Federico Páez, quien lo ascendió al grado de General y lo nombró Ministro de Defensa.

En 1937, al instalarse en Quito la Asamblea Nacional Constituyente descubrió que el Ing. Páez estaba maniobrando hábilmente para que dicha asamblea lo elija Presidente Constitucional por cuatro años. Esto no le agradó y el 22 de octubre de ese mismo año, contando con el total respaldo del ejército, disolvió la Asamblea Constituyente y se proclamó dictador.

Tuvo entonces el buen tino de seleccionar adecuadamente a sus colaboradores, e inició con su gobierno un período de paz y progreso que fue muy beneficioso para el país. Expidió leyes y decretos de gran importancia como el Código del Trabajo, la Ley de Asistencia Social, la Ley de Matrimonio Civil y el Código de Menores. Dio además amplias garantías a los perseguidos políticos e impulsó la creación del Museo y del Archivo Nacional.

El General Enríquez, durante su breve administración (octubre de 1937 a agosto de 1938), dio pruebas de mayor capacidad civilista que el civil Federico Páez. Evidentemente, Enríquez no se desempeñó como un estadista de experiencia, pues no la tenía. Pero su gran intuición y magnífica voluntad le hicieron gobernar bien y con anhelos de progreso. Tuvo algunos consejeros sagaces. Y aunque por la inexperiencia y la brevedad de su tránsito por el poder cometió errores, el balance le es, no hay duda, favorable” (A. Pareja Diezcanseco.- Ecuador: Historia de la República, tomo III, p. 83).

Consciente de que la única misión de los militares es la defensa de la patria y la Constitución, y de que el país debía retornar rápidamente al régimen democrático, a mediados de 1938 convocó a una nueva Asamblea Constituyente, y el 10 de agosto, ante dicha asamblea entregó el poder de la República.

La historia del Ecuador ha identificado al gobierno del General  Alberto Enríquez G., como uno de los más progresistas del siglo XX; en él reconoce también la capacidad del Poder Militar y su vocación para el servicio a los más caros intereses de la República.

4.
La Junta Militar de Gobierno 1963-1966

Se inició el 11 de julio de 1963, cuando los jefes de las tres ramas militares: Capitán de Navío Ramón Castro Jijón, Comandante General de Marina; Coronel Luis Cabrera Sevilla, Comandante General del Ejército; y Teniente Coronel Guillermo Freile Posso, de la Fuerza Aérea; junto con el Senador Funcional por las Fuerzas Armadas, Coronel Marcos Gándara Enríquez, desconocieron al deteriorado gobierno constitucional del Dr. Carlos Julio Arosemena Monroy y proclamaron una Junta Militar de Gobierno.

No hubo reacción inmediata contra el cambio de sistema, por el contrario, la Junta Militar de Gobierno fue aceptada como una posible solución a los problemas nacionales. Los primeros pasos de la Junta fueron bien encaminados y el país logró un préstamo internacional con el que se puso en ejecución el llamado "Plan Vial Quinquenal" 1964-1968, destinado a mejorar las carreteras tomando en consideración las diferentes zonas de producción económica; se propugnó a una "Reforma Tributaria" en base a la unificación de impuestos y a un mejor control de rentas; se dictó la "Ley de Reforma Agraria" y se creó el Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria, IERAC; finalmente, en el campo de la educación se inició un plan de construcciones escolares y se asignaron recursos para desarrollar los programas de alfabetización y educación para adultos.

Pero no todo fue feliz, pues la buena voluntad de los militares se vio obstaculizada por su poca capacidad ejecutiva; pero 1964, fue un año que le ocasionó graves trastornos a los gobernantes, sobre todo los que fueron consecuencia de los problemas socio-económicos por los que atravesaba el país, que produjeron los primeros brotes de oposición contra el sistema. Ante esta situación la Junta tuvo que dictar una serie de medidas que produjeron un grave impacto en las fuerzas de la producción y el costo de la vida sufrió un notable incremento.

Al iniciarse 1966 y conocer el país la magnitud del déficit presupuestario, la protesta y el rechazo al régimen empezó a crecer en todo el territorio nacional y una ola de paros, huelgas, reclamos y manifestaciones brotó en todas las ciudades ocasionando un clima de incertidumbre.  El 30 de marzo los gobernantes abandonaron el Palacio de Gobierno, y por intermedio del Gral. Telmo Vargas, Jefe de Estado Mayor de las Fuerzas Armadas, ante la presencia de los ex Presidentes: Galo Plaza Lasso y Camilo Ponce Enríquez entregaron el mando supremo de la República al señor Clemente Yerovi Indaburu, poniendo fin a la que posiblemente fue la más accidentada intervención de las Fuerzas Armadas en la vida política del Ecuador.

5.
El Gobierno Nacionalista y Revolucionario de las FF.AA.

Luego del interinazgo del Dr. Otto Arosemena  Gómez, fue elegido Presidente Constitucional de la República, por voto popular, el doctor José María Velasco Ibarra, quien asumió por quinta ocasión la Primera Magistratura del país, el 1ro. de septiembre de 1968. Ante esta situación y con una verdadera y sana intención de redimir a la república, Velasco Ibarra, con el respaldo de las Fuerzas armadas, desconoció la Constitución y rompió el Estado de Derecho el 22 de junio de 1970.

Las relaciones del poder político con el Poder Militar, que sustentaba el régimen, fueron llegando a un franco deterioro, debido a la prepotencia, al abuso de facultades y al exceso de autoridad del Ministro de Defensa Nacional.

La reacción inicial la protagonizó la Academia de Guerra del Ejército, en respaldo de los altos mandos militares y como último recurso envía una carta al señor Presidente de la República doctor José María Velasco Ibarra pidiéndole la salida de su Ministro de Defensa Nacional.

La situación política que vivía el país tomó otro rumbo; el Presidente Velasco Ibarra anunció elecciones libres y el retorno al régimen de derecho. El líder populista Assad Bucaram era el posible triunfador en esos comicios y posiblemente el futuro Presidente de la República.

Con la denominación de “Gobierno Nacionalista y Revolucionario” se inició la gestión de las Fuerzas Armadas, del Poder Militar al frente del poder político. Un bien trazado plan de gobierno, en cuya elaboración participaron profesores de la academia de Guerra del Ejército, eminentes profesionales civiles y algunos oficiales de las Fuerza Armadas, plasmándolo en el documento “Filosofía y Plan de Acción del Gobierno Nacionalista y Revolucionario del Ecuador”, fue la guía y  camino por el que habría de recorrer el país en los años siguientes.  

La acción inicial del gobierno militar fue respaldada mayoritariamente por amplios sectores de la patria. Es posible que el desempeño dual del papel de las Fuerza Armadas; el ejercicio del poder político y el cumplimiento de sus funciones específicas, las hayan llevado a un cierto grado de desprofesionalización  y despertado en algunos oficiales el “interés” por participar en la administración, reacción que se materializó en el condenable enfrentamiento armado del 31 de Agosto de 1975, cuando el General Raúl González Alvear dirigió un intento de rebelión en Quito, para derrocarle, pero el gobierno del General Rodríguez Lara quedó muy debilitado. 

Efectivamente, el General Guillermo Rodríguez Lara fue “relevado”, el 11 de enero de 1976 por el Consejo Supremo de Gobierno, presidido por el Almirante Alfredo Poveda Burbano e integrado por los otros Comandantes Generales de Fuerza.

Alfredo Poveda, lucía las insignias de Vicealmirante cuando presidió el Consejo Supremo de Gobierno, que junto a los generales Guillermo Durán Arcentales, del Ejército y Luis Leoro Franco, de la Fuerza Aérea, gobernaron al país desde el 12 de enero de 1976 hasta el 9 de agosto de 1979, continuando con la dictadura militar instaurada por el Gral. Guillermo Rodríguez Lara el 15 de febrero de 1972.  Durante su gestión gubernativa fue ascendido al grado máximo dentro del escalafón militar de la Armada Nacional, convirtiéndose en el primer Almirante de la República.

El Poder Militar, consideró que el de  rectificar estaba dado y que lo único que estaba por hacer era sentar las bases en una estructura fuerte y estable para que el ejercicio del poder en la república se dé en un auténtico sistema democrático y con una efectiva participación popular.

El primero de junio de 1976 se anunció el “Plan de Reestructuración Jurídica del Estado”, en el que se realizaron las siguientes tareas: proyecto de una nueva Constitución, proyecto de reformas a la Carta Fundamental de 1945 y proyecto de la Ley de Elecciones, Ley de Partidos Políticos y Estatuto para el Referéndum. El “Plan Retorno” se cumplió de acuerdo a lo programado; el pueblo acudió masivamente al referéndum y en las urnas aprobó la “Nueva Constitución” que rige al país.

El gobierno militar convocó a elecciones presidenciales para el 16 de julio de 1978. En la primera vuelta electoral fueron finalistas el abogado Jaime Roldós Aguilera y el arquitecto Sixto Durán Ballén. El pueblo ecuatoriano escogió en la segunda vuelta electoral, celebrada el 29 de abril de 1979, al binomio conformado por el abogado Jaime Roldós Aguilera y por el doctor Osvaldo Hurtado Larrea.

El Poder Militar consciente del cumplimiento de su responsabilidad histórica, entregó al poder a los nuevos dignatarios el 10 de agosto de 1979.  Es de justicia recordar que los gobiernos de facto no han sido obra exclusiva de la institución militar, que si ha intervenido en el campo de la política para salvar su honor y evitar mayores males a la República, ha sido impelida por la fuerza de las circunstancias y a requerimiento de la opinión pública, de partidos y de grupos políticos.

Las intervenciones del Poder Militar, por lo tanto, obedecen a una bandera y a  un solo ideal. “la patria”, a la que se debe y a la que sirve con honor y dignidad. Los gobiernos dirigidos por el Poder Militar han sido progresistas, honestos y patriotas, han propiciado el desarrollo nacional y han garantizado la supervivencia del estado Ecuatoriano.

6.
Mediación y dirimencia en el caos bucaramista

El papel no deliberante de unas Fuerzas Armadas exentas de la dinámica política es una situación que aparecería como parte del imaginario democrático ecuatoriano, pues su acción mediadora e inclinadora de la balanza del juego político se evidenció en la crisis de febrero de 1997 que condujo a la caída del ex Presidente Bucaram. En efecto, con las movilizaciones nacionales que plantearon un extenso rechazo al desempeño gubernativo de Bucaram, se abrieron varios escenarios conflictivos y de crisis política que culminaron en una decisión controvertida y sui géneris de parte del Congreso Nacional que cesó en sus funciones al Presidente de la República aduciendo incapacidad mental en aplicación del artículo 100 de la Constitución.

El efímero gobierno de Bucaram estuvo marcado por una constante contradicción entre las promesas de campaña electoral, sustentadas en buena parte en una posición anti ajuste y de redistribución a los sectores populares con las prácticas reales de sujeción a los poderosos intereses económicos de grupos corporativos que demandaban permanentemente el reparto del botín político. En esa dinámica, el círculo íntimo del ex presidente, compuesto por sus familiares y la cúpula del Partido Roldocista, constituyó una verdadera "mafia" especializada que negociaba toda clase de prebendas, repartos, contratos, asignaciones presupuestarias, puestos burocráticos e incluso procesos de privatización que hacía difícil establecer los límites entre el interés público y el privado, es decir, el país asistía absorto a la aplicación de lógicas patrimoniales que utilizaban la institucionalidad del Estado para satisfacer el enriquecimiento ilícito y la corrupción en múltiples esferas de la sociedad.

Adicionalmente, la gestión bucaramista profundizó el conflicto étnico y regional al crear el Ministerio de Etnias con la finalidad de fracturar al movimiento indígena; planteo la necesidad de establecer la convertibilidad monetaria como salida al estancamiento de la economía, lo cual produjo largos momentos de inestabilidad financiera e incertidumbre para los agentes económicos; intervino políticamente en el sistema de administración de justicia potenciando la impunidad y la corrupción; manejó de manera populista y pintoresca las relaciones internacionales del país, principalmente el delicado asunto fronterizo con el Perú; desató pasiones regionalistas al despreciar constantemente a la matriz cultural serrana; tensionó las relaciones del gobierno central con las autoridades seccionales por medio del uso discrecional de las asignaciones presupuestarias; y, en términos generales, impuso una política espectáculo como burda salida a la crisis de representación que venía arrastrando desde hace años el sistema político ecuatoriano.

Esta forma de hacer política, denominada "farandulización" del poder, trató de establecer una estructura de poder paralela a la institucionalización formal a través de una serie de mecanismos y pactos que funcionaban como maquinaria de administración política y recolección de fondos. Es por ello que a pocos meses de ejercer su mandato, los niveles de aceptación y legitimidad de su gobierno habían descendido a niveles sólo comparables con el desprestigio que alcanzaría más tarde el ex presidente Mahuad.

Ante este veloz desgaste gubernativo que estaba erosionando y caotizando la vida política del país, determinados actores sociales y políticos del más variado espectro ideológico, con distintos intereses y demandas, incluidos los medios de comunicación y especialmente los representantes de los gobiernos locales, impulsaron conjuntamente una serie de jornadas de "dignidad", protestas y movilizaciones populares que pusieron al Congreso Nacional ante la disyuntiva de cesar en las funciones al presidente o ser cómplices del caos y la corrupción imperante. Una situación difícil, entre la espada y la pared, pero que debía ser solucionada mediante un recurso constitucional que tenía la potestad de establecer un gobierno interino.

Luego de varios cabildeos partidarios, discusiones jurídicas sobre quién debe ejercer la presidencia interina que dejó fuera de juego a la ex vicepresidenta Rosalía Arteaga Serrano, la balanza se inclinó a favor de Fabián Alarcón, Presidente del Congreso Nacional. En ese contexto, las FF.AA., no sólo respaldaron la decisión legislativa y retiraron el apoyo al ex presidente, sino que volvieron anómalas las relaciones cívico militares desde el retorno a la democracia en 1979. Estas acciones interventoras, basadas en una percepción de amenaza del caos, de su preocupación por la pérdida de autoridad de las instituciones políticas y descrédito de los civiles, de la persistente situación de ingobernabilidad asociada al concepto de seguridad y la necesidad de fortalecer el frente interno en una delicada coyuntura de negociaciones con el Perú, se convirtieron en elementos detonantes que abrieron los causes del tutelaje y la dirimencia que a la postre los convirtió en fuerza arbitral y decisoria en el desorden político de los civiles.

Las FF.AA., en su acto de "dejar caer" a Bucaram consideraron que el populismo emanado de este personaje iba a llevar al extremo el sistema patrimonial del manejo del poder, además de correr con el riesgo de destruir la débil institucionalidad racional legal del Estado ecuatoriano; no obstante, la intervención militar sobre la democracia contribuyó a deslegitimarla, aunque hayan sido los mismos civiles quienes invitaron a las Fuerzas Armadas a intervenir en la crisis política, situación que por otro lado expresa la inconsistencia de un sistema político que ha sido incapaz de procesar la conflictividad y de diseñar los mecanismos legítimos y confiables que actúen como instancias arbitrales, depositarias finales de la legitimidad del Estado de derecho, con lo cual se aleja la idea de una democracia constitucional de contenido.

Desde esa perspectiva, no se puede negar el hecho de que las intervenciones de las Fuerzas Armadas también son producto de esa libre interpretación de ser garantes del estado de derecho y la Constitución, una suerte de árbitros finales para ordenar el caos político, pues entran en acción cuando existe la percepción de un derrumbe gradual de las capacidades de la política formal para ejercer eficacia y coherencia en los gobiernos de turno. De esta forma, la institución castrense ya sabe y tiene muy claro que en cualquier otra situación previsible de "vacío de poder", serán nuevamente ellos los destinados a jugar el rol de último recurso decisivo, tal como aconteció en el mandato del ex presidente Mahuad.

6.
Hastío y golpismo frente al desastre mahuadista

No es exagerado afirmar que el corto gobierno del ex Presidente Jamil Mahuad fue un desastre en todos sus sentidos. Con excepción de la firma del tratado de paz con el Perú en 1998, que logró sellar una compleja fase histórica del país y nos permitió poseer a los ecuatorianos una frontera real y delimitada tras 56 años de tensiones, guerras cortas y desconfianzas mutuas; los desaciertos en la conducción económica del país; la falta de decisiones rápidas y coherentes en la aplicación de políticas sociales que generaron una secuela de paros y movilizaciones populares en marzo de 1999; la debilidad para establecer mecanismos de control a las presiones corporativas del sector financiero y bancario que desataron la mayor crisis económica en décadas y arruinaron parte del sector empresarial; y, la reducida capacidad para establecer diálogos constructivos con la oposición política; constituyen, sin lugar a dudas, algunas características del ejercicio gubernativo de Mahuad.

La flaqueza institucional de su gobierno y de su partido, Democracia Popular, sumada al constante chantaje político del Partido Social Cristiano que lo había apoyado para llegar a la presidencia, representan también factores importantes que contribuyeron a la descomposición social del país. De hecho, la falta de voluntad política para frenar y sancionar la corrupción que se había instalado en buena parte del sistema bancario, la controvertida decisión de suspender temporalmente el pago de la deuda externa que aisló al país internacionalmente y generó una imagen de inviable para la inversión; y, lo más grave, el decreto de dolarización de la economía que lo utilizó para mantenerse en el poder, pues el 90% de la población rechazaba su gobierno; constituyeron factores detonantes para que en enero del 2000, las Fuerzas Armadas, no hayan podido sustraerse a la posibilidad de convertirse nuevamente en actores políticos centrales ante la debacle social, económica y política en que se encontraba el país.

Varias fueron las preocupaciones y malestares que le trasmitió el Alto Mando Militar al Presidente Mahuad ante su falta de responsabilidad y ética para manejar el destino de la nación. Incluso existió la advertencia de que el descontento en las filas castrenses era un asunto institucional porque los militares desde 1998 estaban sujetos a recortes presupuestarios que afectaban su capacidad adquisitiva; se encontraban expuestos a la pérdida de espacios de representación en entidades públicas que les permitía obtener algún control de los sectores estratégicos de la economía y que les había dotado de la capacidad de presión corporativa; pero sobre todo, expresaron frontalmente su oposición a un sistema político que, bajo el pretexto de la privatización, estaba depredando los recursos públicos sin ningún control de parte del gobierno. Ante esa situación le invitaron a renunciar porque no podían ser responsables de su seguridad, ya que estaba en duda el control que podían tener sobre un grupo de Coroneles que se habían sublevado, apoyados en esa acción por el movimiento indígena que había tomado el Congreso Nacional y la Corte Suprema de Justicia.

Los resultados de todo este proceso desembocaron en la salida de Mahuad, en la instalación de un triunvirato cívico militar que duró apenas cuatro horas y en la asunción del gobierno por parte del Vicepresidente Gustavo Noboa. 
Independientemente de los hechos, sean considerados por algunos sectores como verdaderos o no, de las versiones disímiles que se han difundido respecto a la participación del alto mando militar en esa aventura, en el papel central que tuvieron los Coroneles en esa intervención y que se sintieron traicionados por sus superiores, o, en la creencia de parte de la dirigencia indígena de que no se puede gobernar sin este actor político; lo cierto del asunto es que los militares ecuatorianos volvieron a saltar a la palestra política para provocar una ruptura constitucional mediante el golpe de Estado, una respuesta derivada del hastío que generó el desastre político que había propiciado el ex presidente Mahuad.

Si en ocasiones anteriores se había recurrido a la presencia tutelar de los militares para solucionar la crisis de intereses y representación dentro del sistema político ecuatoriano, en esta ocasión ellos mismos intervinieron aduciendo que el manejo gubernativo irresponsable estaba acabando con la poca institucionalidad estatal, la cual se encontraba sujeta a los intereses corruptos de grupos corporativos y partidos políticos que propiciaban el asalto a los fondos públicos en perjuicio de la población y de su desarrollo. 
Al interior de Fuerzas Armadas, se dieron una serie de tensiones, producto de los juicios, sanciones y retiros forzosos a los que se vieron sometidos una gran cantidad de oficiales que participaron en el golpe; pugnas que también expresan el compromiso de un sector militar, especialmente la Armada Nacional, con un proyecto económico proveniente de los rezagos oligárquicos costeños que deseaban ver minimizado el papel del Estado como entidad integradora y reguladora de la sociedad. 
Existían afinidades ideológicas de los militares ecuatorianos con los partidos de centro izquierda, en ciertos temas, como la responsabilidad primordial del Estado en los sectores de salud y educación; las críticas al modelo neoliberal predador impulsado por grupos empresariales rentistas, no modernos y poco competitivos; y, la privatización sin transparencia de áreas estratégicas de la economía, aparecen como temas vinculantes en el espectro ideológico a pesar de los eufemismos con los que la cúpula castrense ha tratado estos temas. 

CAPITULO XI

Poder Militar y Seguridad Nacional
La Seguridad Nacional, se define de acuerdo a la Escuela  Superior de Guerra del Brasil, como “el grado relativo de garantía que, a través de acciones políticas, económicas, sicosociales  y militares, un Estado puede proporcionar, en una determinada época, a la nación que jurisdicciona, para la consecución y salvaguardia de los objetivos, existentes o previsibles”. Esto se ajusta al analizar: la presencia del Poder Militar como factor y elemento indispensable para garantizar la consecución de los objetivos nacionales permanentes.

Basándose en el concepto de poder nacional, la doctrina de seguridad nacional establece que “los medios de todo orden” de que dispone efectivamente la nación son los medios que actúan en cada uno de los frentes de acción. De este modo se origina el poder nacional compuesto por el poder político, el poder económico y el Poder Militar, todos éstos con igual responsabilidad para alcanzar los objetivos nacionales y para mantenerlos.

El Poder Militar, representado en sus instituciones fundamentales, tiene la histórica responsabilidad de salvaguardar a la república y de proporcionarle seguridad interna y externa, así como la de contribuir con todos sus medios y recursos al desarrollo nacional.

B.
EL PODER MILITAR Y SU APORTE PARA LA CONSECUCION Y MANTENIMIENTO DE LOS OBJETIVOS NACIONALES PERMANENTES

1.
Soberanía e integridad territorial

La soberanía, definida como “la facultad de independencia que tienen los Estados para tomar decisiones por sí mismos, sin ninguna subordinación a potencia extranjera”, es el primer objetivo nacional permanente del Estado ecuatoriano, objetivo que consagra la Constitución Política del país.  Por lo tanto, es obligación del Estado, para garantizar su soberanía buscar el permanente fortalecimiento del poder nacional y de sus expresiones.

El primer Estado Soberano en América española. “El Estado Quiteño de 1812” fue efímero en su existencia, Su ciclo vital, perfectamente identificado, fue demasiado corto, nace con la presencia en Quito del coronel Carlos Montúfar y con el germen fecundo de la sangre derramada el 2 de agosto de 1810.

La independencia del yugo español no es otra cosa más diáfana y palpable que la voluntad de expresarse y manifestarse en un auténtico acto de soberanía del pueblo ecuatoriano, expresión de soberanía que sólo pudo materializarse a través de la presencia de un Poder Militar.

La República del Ecuador nace como Estado soberano en 1830 y a través de su desarrollo y de su vida republicana ha podido desenvolverse con absoluta soberanía únicamente cuando ha tenido suficiente capacidad para respaldar sus decisiones, basada este respaldo en el Poder Militar.

En 1941, es la demostración más cruel, pero real, de cómo la ausencia del Poder Militar fortalecido impidió que nuestra soberanía se afirme. La participación del Ecuador en el Tratado Antártico, la vigencia de la extensión de nuestro mar territorial y el apoyo nacional a la inejecutabilidad del Protocolo del Río de Janeiro, fue escuchado por el Perú, son las demostraciones de la garantía que da el Poder Militar.

El artículo 1ro. de la Constitución establece”... El territorio es inalienable e irreductible, comprende el de la Real Audiencia de Quito con las modificaciones introducidas por los tratados válidos, las islas adyacentes, el Archipiélago de Colón o Galápagos, el mar territorial, el subsuelo y el espacio suprayacente respectivo...”

El Protocolo del Río de Janeiro, la más grande afrenta del Perú, redujo casi a la mitad nuestro territorio; sin embargo, su nulidad e inejecutabilidad exigía a la patria considerar sus territorios en los límites y en los términos en que establece el Protocolo Pedemote-Mosquera de 1830.

La gran tragedia nacional se inició el 5 de julio de 1941, cuando un numeroso ejército de invasión rompió los fuegos en nuestras fronteras e intentó ocupar militarmente nuestros territorios. La resistencia del Poder Militar fue realmente extraordinaria en relación al número de hombres, de unidades y de armamento que disponía.  Sin embargo el Perú, después de una gran ofensiva empleando todos los medios, sólo logró conquistar “Una franja de cinco kilómetros”.

El Poder Militar entre 1940 y 1941 puso en conocimiento del poder político el plan de  invasión por parte del Perú y toda la información disponible obtenida en ese país. El poder político, sin reconocer ni temer la amenaza, desestimó con prepotencia las informaciones del Poder Militar, dejando de esta manera al país en una absoluta inseguridad.

La preocupación permanente del poder político fue mantenerse a cualquier precio en el mando, aunque ese precio fuera la seguridad de la patria. No de otra manera se explica el fortalecimiento del cuerpo de carabineros, malversando los fondos del ejército.  El poder político por su incapacidad de mantener integrado y fortalecido al poder nacional, por su incapacidad para entender que la seguridad impide el fortalecimiento del Poder Militar en una situación de emergencia.

En 1940 como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial se elaboró el “Plan para la Contribución del Ecuador a la Defensa Continental”. En este documento se presentaron al poder político varias alternativas viables para el fortalecimiento del Poder Militar; todas ellas fueron rechazadas por el Gobierno del doctor Carlos Arroyo del Río, pues vivía con el fantasma del Golpe de Estado y consideraba que era un riesgo el fortalecimiento del Poder Militar.

El Poder Militar completamente debilitado cumplió con su deber en 1941, la heroicidad de nuestros soldados inmortalizó a varias de ellos; sin embargo, por la traición del poder político, que fue el único culpable de la gran tragedia, una vez más el Ecuador no pudo mantener su integridad territorial.

Como lección nos queda que: solamente un Poder Militar fortalecido es la garantía para mantener la integridad territorial y la soberanía nacional como objetivo nacional permanente. Durante el gobierno de las Fuerzas Armadas, presidido por el General Guillermo Rodríguez Lara, se dieron pasos firmes en procura de proporcionar a la nación un Poder Militar con fortaleza suficientes para que garantice la consecución y mantenimiento de los objetivos nacionales permanentes, se organizaron y se equiparon unidades élite y se  crearon nuevas unidades; el material bélico obsoleto fue reemplazado por material moderno y de alta tecnología.

Este proceso siguió hasta 1981, año en que nuevamente el expansionismo amenazó el mantenimiento de los objetivos de soberanía e integridad territorial. En enero de 1981 fueron atacados nuestros puestos militares de "Paquisha", "Mayaicu" y "Machinaza", demostraron las unidades que sus recursos humanos, como primer fundamento del Poder Militar, cumplieron su deber gracias a su espíritu, a su mística y a su constante y profesional preparación militar.

Las instituciones militares, representadas por el Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada Nacional, se mostraron en 1981 sólidamente constituidas y férreamente unidas; se planificó la defensa en forma conjunta.

EL Perú no pudo apreciar la capacidad del Poder Militar ecuatoriano e inició la planificación para pretender nuevamente conquistar por la fuerza lo que por derecho no le corresponde, es así como parte de su planificada ofensiva al Ecuador empezó a ejecutarse en el año 1991, con la creación de un destacamento en territorio de nuestro país y después estableciéndose un acuerdo entre las partes para su desalojo, acuerdo firmado el 24 de mayo de 1991 y conocido como “El Pacto de Caballeros”, que incluía el desalojo de nuestro territorio del destacamento peruano, acuerdo que por supuesto nunca se cumplió.
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El eximio General Carlomagno Andrade, muere en un inexplicable accidente aviatorio.
En una sociedad amenazada por la corrupción en los altos estratos del poder, la vida del General Carlomagno tiene el severo brillo de una honestidad sin tacha, no empañada ni por la más leve sospecha. 

Frente a todos cuantos trabajan para conseguir, legítimamente riqueza y comodidades, en esta existencia de virtudes espartanas, a diferencia, en él todo se  subordinó al servicio de la patria y al ejercicio de las más austeras virtudes militares.
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El 15 de agosto de 1994, asumió el mando del Ejército, el General Miguel Iturralde Jaramillo, ínclito soldado, capaz, profesional y patriota.  El 16 de noviembre de 1994, nuevamente el Ejército perdería a uno de sus mejores hombres., mientras el Comandante General del Ejército cumplía con su deber y motivaba con su presencia a sus soldados que guarnecían las fronteras de la patria para que cumplan a cabalidad con su deber de defender la integridad territorial, en un inexplicable accidente de helicóptero fallece tempranamente el General Miguel Iturralde.  

El 12 de diciembre de ese año, a las tres semanas de eliminado, los “obstáculos” y continuando con el plan, el Coronel del ejército peruano Manuel Lazarte, Comandante del Batallón de Infantería de Selva No. 25 “Callao”, en una flagrante declaración de guerra amenazó con emplear la fuerza militar si no abandonábamos los destacamentos militares ubicados en nuestros territorios.

Con lo que no contó jamás el Perú, fue con la capacidad de los mandos como Factor del Poder Militar. El General Paco Moncayo Gallegos tenía la misma formación profesional y la misma mística que sus antecesores.  El General Moncayo planificó y condujo la defensa militar del país con el éxito conocido y el Poder Militar en esta ocasión devolvió el honor a la república en los campos de "Tiwinza", "Base Sur", "Cueva de los Tayos"," Teniente Ortiz" y "Coangos".

El país recordará siempre la gran fortaleza y unidad que el pueblo ecuatoriano demostró frente a la amenaza, junto a sus Fuerzas Armadas proporcionó gran solidez al Poder Militar e impidió con su extraordinaria fuerza moral la consecución de los objetivos del militarismo peruano, pues las virtudes militares del pueblo ecuatoriano son extraordinarias y constituyen un fundamento de gran valor del Poder Militar.

2.
Justicia social, desarrollo integral e integración nacional

Si definimos y entendemos por justicia social la asignación, designación y entrega de las condiciones de vida de la mejor manera a hombres, mujeres y niños, sin discriminación de raza, credo, ideología, capacidad y entendemos también que esta es obligación del Estado Ecuatoriano, y que éste debe emplear su poder nacional para alcanzar este objetivo nacional permanente, debemos reconocer que el Poder Militar ha contribuido a lo largo de la historia de la República para la consecución de este objetivo. Sólo debemos recorrer sus páginas para encontrar en el movimiento del 10 de agosto de 1809. Con la gesta de la libertad bajo la guía esplendorosa de la espada de Sucre. Justicia Social buscó la Revolución Marcista y José María Urvina.

La Revolución Alfarista,  protagonizada por el “Viejo Luchador”, con participación directa del Poder Militar, tuvo un claro objetivo que fue perfectamente alcanzado y mantenido mientras la revolución liberal mantuvo su vigencia: mejorar las condiciones de vida del pueblo. 

Hoy por hoy el Poder Militar lucha junto a la gran población del país, junto al indígena ecuatoriano, contra la miseria, el hambre y la desesperanza.  Queda ya analizado cómo  en las intervenciones rectificadoras del Poder Militar se dan acciones de gobierno tan firmes, basta citar el Código de Trabajo y la Ley de Reforma Agraria.

Si se considera al desarrollo integral como fenómeno socio-cultural, la participación del Poder Militar a través de sus instituciones en el desarrollo nacional se podrá  alcanzar y mantener este objetivo nacional permanente, participación que ha sido reconocida por todo el pueblo ecuatoriano.

El objetivo Nacional Permanente “Integración Nacional”,  debe ser entendido como la voluntad manifiesta de todos los ecuatorianos agrupados o no en etnias, grupos culturales, raciales y sociales, por identificarse con nuestra historia, con nuestras costumbres y con nuestra proyección histórica de formar una sola nación.

La búsqueda de la integración nacional es una tarea que la realiza el Poder Militar, como ningún otro. Conociendo perfectamente que el país es pluricultural, plurinacional y pluriétnico y que estas características amenazan a la supervivencia misma del Estado, el Poder Militar busca el fortalecimiento de la identidad nacional. Lo hace a través de  la conformación de su principal fundamento, los recursos humanos, y lo constituye sin distingo de razas, credo o condición social, y todos sus hombres, identificados como soldados ecuatorianos, se colocan al servicio de una sola causa y de una sola bandera. El Poder Militar conserva integrada a la nación ecuatoriana a través de sus hombres y de su presencia permanente en las regiones naturales y en la región insular.

3.
Democracia

La democracia ha sido consagrada por la voluntad popular, como el sistema de gobierno que debe regir la república desde sus inicios, entendida como la total y libre participación del pueblo en la toma de sus propias decisiones; es decir, en manifiesta expresión de sus derechos. Desde su inicio en 1830, el Poder Militar ha garantizado la participación popular como fuente de derecho, respaldando las decisiones tomadas con su propia voluntad, voluntad expresada en las calles, o en las urnas como símbolo universal del sufragio.

Sin embargo, la pregunta, ¿por qué las Fuerzas Armadas han quebrantado por más de una vez el sistema democrático?. La respuesta, Fuerzas Armadas han intervenido en el cauce democrático porque el pueblo así lo ha exigido, por cuanto la verdadera democracia está en la expresión popular del pueblo ecuatoriano que en 1925, en 1932, en 1963, en 1972, en 1997; y, finalmente el 21 de enero del 2000, se manifestó a favor de la intervención militar. 

Durante estas etapas de crisis, el Poder Militar ecuatoriano en una actitud prudente, patriótica, democrática y totalmente enmarcada dentro de la constitucional, escuchó la voz soberana del pueblo ecuatoriano que se levantó en calles y plazas, desarrolló una acción estratégica que evitó una gran hecatombe que podía destruir a la república. La institución armada adoptó la prudencial actitud que dio solución a la crisis generada por el abuso, la prepotencia, la procacidad, la corrupción y el nepotismo, actitud que fue calificada por la opinión mundial como actitud propia del Poder Militar más profesional y democrática de América Latina.

El pueblo debe saber que estas actitudes solamente corresponden a la confianza que ha depositado en sus Fuerzas Armadas y que por su opinión las han convertido en la institución, más respetable del país.

Estas acciones rubrican por sí solas el criterio nacional de que la presencia del Poder Militar es indispensable para la supervivencia del Estado, tanto en el tiempo de paz cuanto en tiempo de guerra, porque es y seguirá siendo una garantía para la democracia y la reserva moral de la patria. 

4.
Transición, reforma institucional e imaginario democrático

El proceso de transición a la democracia que vivió el Ecuador a finales de la década de los años setenta implicó un profundo debate político sobre la serie de reformas institucionales que debían ser incorporadas en los diversos ámbitos del Estado y la sociedad. También significó para el país la oportunidad de plantearse el modelo de desarrollo que se requería para obtener los niveles de modernización que vincularían, por un lado, la nueva estructura económica y social generada en las dos décadas anteriores y, por otro lado, la reciente estructura política, diseñada y amparada por el Estado con el concurso de los partidos políticos, la sociedad y los mismos militares. En esa dinámica, el plebiscito de 1978 que aprobó la nueva Constitución hizo pensar que el país entraba en una época distinta; en un momento decisivo y fundacional que acarrearía cambios importantes para las acciones de desarrollo promovidas desde el Estado; en definitiva, en el despliegue paulatino de transformaciones que concretarían la entrega por parte de las FF.AA., de un país anclado en la ansiada modernización del sistema político.

La Constitución de ese entonces legitimó políticamente parte del programa de desarrollo diseñado durante el gobierno del General Guillermo Rodríguez Lara e introdujo elementos nuevos en la configuración del régimen político. En el área económica es importante resaltar que se incorporó la noción de "sectores estratégicos de la economía" encomendados al manejo del Estado, aspecto que se convertiría mas tarde en uno de los temas de tensión política entre los militares que asociarán esos sectores a un manejo de la seguridad nacional, y los agentes económicos vinculados a lógicas privatizadoras que verán esas actitudes como un freno a las intenciones reformistas de la economía estatal. En el área política, a más de los cambios institucionales mencionados, se pretendió modernizar las prácticas tradicionales de representación mediante un sistema de intermediación entre Estado y sociedad que recaía en las acciones de los nuevos partidos políticos, ya que ellos tenían varias cualidades: ideología y programa político definido, organización y estructura nacional, afiliados participativos y una mentalidad "moderna" con la capacidad de reemplazar las viejas prácticas populistas asociadas a la oligarquía y al faccionalismo regional.

Este tipo de reformas institucionales son parte del proyecto de transición a la democracia del último gobierno de las Fuerzas Armadas para crear un nuevo régimen político. En ésta intencionalidad se presentaron dos factores muy importantes que tendrían repercusión en los años venideros para el desempeño del sistema político. Primero, se consolida la figura del Estado como eje fundamental de la vida social, política y económica del país, situación que ratifica la centralidad del Estado en la generación de sociedad, en el control de las políticas públicas basadas en prácticas asistenciales y redistributivas, y en un modelo de gestión gubernativa que está vinculada dentro del contexto latinoamericano a la noción de matriz estado céntrica. 

Segundo, el proyecto de renovación y cambio en las formas de hacer política otorgó a los partidos el monopolio de la representación frente al Estado y con ello volcó nuevamente la mirada al accionar de éstas organizaciones como sustento del sistema político, descalificando otras formas de participación, demanda y movilización. De esa manera, la ley de partidos, expresión del nuevo sistema político, se convirtió en un verdadero filtro que regulaba la participación y acceso a la toma de decisiones sobre la cosa pública, monitoreaba y seleccionaba las demandas sociales de la población, calificaba los procedimientos de ingreso para la conducción estatal y reducía la complejidad social para que la serie de reivindicaciones sociales no rebasaran en ese entonces el orden constitucional inaugurado.

Desde una perspectiva más general, la democracia es asumida como un proyecto nacional que asegurará en el futuro la permanencia de las instituciones; dotará a la ciudadanía de plenos derechos políticos; marcará las rupturas necesarias con los regímenes despóticos anteriores y consolidará a la nación; no obstante, ésta identificación de la nación como comunidad política homogénea, basada en un despliegue simbólico que asocia nacionalidad ecuatoriana a desarrollo y lealtad estatal, reemplaza la forma cultural de la nación por la de comunidad cívica. El sesgo reformista consistió básicamente en la asociación e identificación entre el rol del Estado en una economía planificada y el "destino" de la nación desarrollada en un momento refundacional del país donde se legitimó un tipo de discurso que ha sido calificado como "discurso originario democrático".

No son pocas las voces que han cuestionado el carácter democrático del ordenamiento político que se estableció a partir del retorno constitucional. La primera crítica está relacionada con la naturaleza precaria y la debilidad formal del sistema democrático que no ha sido capaz de establecer reglas claras de juego para todos los actores sociales y políticos. En efecto, si la institucionalización de la democracia es concebida como acuerdos concretos sobre reglas del juego político que procesen el conflicto social, garanticen el pleno ejercicio de los derechos de la ciudadanía, establezca regulaciones institucionales a los sectores económicos y de cabida a la diversidad identitaria y política en términos de participación; entonces la situación del Ecuador se alejaría de ese imaginario democrático.

En países con una débil tradición democrática como el Ecuador, las reglas constitutivas y vinculantes del juego político e institucional no han sido internalizadas plenamente por los distintos actores, generando en esa dinámica muchos ámbitos e instancias informales que se traducen como déficit de legitimidad de las reglas mencionadas y del sistema político en sí mismo. En ese sentido, uno de los problemas que presenta la transición a la democracia es que no resuelve por completo el asunto de los linderos, muchas veces ambiguos, en los que se desenvuelve la formalidad e informalidad de las instituciones. Si asumimos que nuestras sociedades presentan en su cultura y sistema político rasgos clientelares, prebendarios y patrimoniales, fenómenos que varios analistas denominan particularismos, tenemos que aceptar la idea de que esos particularismos coexisten en incómoda tensión con las reglas formales de ese "deber ser" que vendría a ser el complejo institucional democrático. De ahí que las sociedades que contengan particularismos expandidos, persistan en actuar sin rendición de cuentas, toleren partidos que limitan la transparencia de los procesos de representación y elaboración de políticas, pueden verse abocadas a experimentar dos consecuencias; por un lado, sufrir el reaparecimiento de tradicionales prácticas autoritarias derivadas de la debilidad del control institucional de la misma democracia; de otro lado, permitir las influencias de grupos de presión sobre la elaboración e implementación de políticas a favor de los intereses de sectores económicamente poderosos, especialmente en países que transitaron a la democracia con elevados niveles de desigualdad social, exclusión, pobreza y vulnerabilidad estructural.

La segunda crítica se encuentra vinculada con el problema de la representación y los mecanismos de participación política que, en sociedades como la ecuatoriana, tienen que ser ubicados dentro de la vieja contradicción producida entre régimen político democrático y el sistema, y cultura, política autoritaria. Las expresiones de este permanente antagonismo entre régimen democrático -independientemente de que sea catalogado como minimalista o formal- y el sistema político/cultura autoritaria -que puede ser interpretado como premoderno, informal o personalista-, se las observan en los conflictos étnicos e identitarios nacionales no resueltos; en una baja ciudadanización que ha constreñido la noción de sus derechos a los períodos electorales; en una institucionalización estatal débil que no ha sido incapaz de generar mecanismos de inclusión social; en la persistente tensión política derivada del inconcluso problema regional; en la atribución de facultades dirimentes con que han actuado las Fuerzas Armadas en los momentos de crisis; y en las recurrentes prácticas populistas que atraviesa a la mayoría de los partidos políticos.

Sobre este último segmento de los partidos descansa gran parte de la responsabilidad de las tensiones políticas surgidas en torno al problema de la representación y participación, ya que éstos han contribuido con sus acciones para que nuestra democracia sea poco consolidada. 
En efecto, los partidos políticos no se han regido por conductas y reglas de juego que ellos mismos diseñaron para operar en contextos de modernidad institucional; se han visto superados por distintas formas de representación social y negociación de intereses sectoriales; su liderazgo ha caído en los niveles más permisivos del caudillismo y personalismo que está basado en prácticas intolerantes y excluyentes; y en general, al funcionar instrumentalmente como entidades autoreferentes, no han logrado vincular a la sociedad con el sistema político que era la pretensión  original de la refundación o imaginario democrático del país .

Paralelamente a estos factores debe añadirse el peso de las relaciones, redes y estructuras clientelares y corporativas que se han constituido en mecanismos generalizados y "legítimos" de vinculación e intercambio político que, al ir más allá de las coyunturas electorales, han penetrado a la totalidad del sistema político e institucional adaptándolo a sus propias lógicas y condiciones. En ese contexto, la presencia de este tipo de lógicas presenta a cada momento pactos excluyentes, ponen en funcionamiento verdaderos cárteles de insiders contra outsiders, cárteles que restringen la competencia, dificultan el acceso y distribuyen entre los socios los beneficios del poder. Crean, por lo tanto, el peligro de que la democracia se  convierta en un proyecto privado de líderes de unos pocos partidos políticos y asociaciones corporativistas que extraen beneficios privados y protegen su posición excluyendo al resto de la sociedad, la cual, a su vez, dada la incapacidad de generar mecanismos participativos alternativos, contribuye para que la democracia sea anémica.

Desde esa perspectiva, la crisis de representación y participación generada por la ineptitud de los partidos políticos para procesar los conflictos de intereses y canalizar las demandas de la población, ha promovido dos efectos perversos. De una parte, ha vuelto a sobrecargar las responsabilidades del poder ejecutivo del Estado, confiriéndole directamente mayores potestades de intermediación e intervención como actor económico, social y político en una sociedad en permanente conflicto como la ecuatoriana, pues los diversos actores sociales, sin recurrir a las mediaciones tradicionales de representación, ejercen presiones al aparato estatal que desde el retorno a la democracia ha visto mermadas sus capacidades de redistribución e integración social, presenta limitaciones para implementar políticas públicas y evidencia fragilidad institucional al no tener respuestas concretas ante las constantes demandas; una suerte de doble perversidad porque el Estado tiene que debatirse entre una imagen de eficiencia tecnoburocrática que no la posee y una figura de ogro filantrópico enunciada hace muchos años por Octavio Paz.

De otra parte, la ausencia de verdaderos mecanismos de representación que reducirían la complejidad social produce un círculo vicioso entre espacios de informalidad y cultura política que se expresa en pactos de grupos disímiles basados en lógicas patrimoniales, prebendarias y personalistas; no obstante, las prácticas de informalidad política no es atribuible solamente a los denominados informales, es el resultado de un particular pacto entre las clases sociales y los grupos segmentales en los que se divide la sociedad ecuatoriana. Por consiguiente, no se establecen las condiciones mínimas para la representación política en contextos democráticos, pues generalmente se niega una ciudadanía plena y activa, dotada de derechos que atribuyan delegación y poder; se reduce el panorama de certidumbre institucional donde deben desenvolverse las normas y procedimientos capaces de delimitar las relaciones entre representados y representantes; y, al existir incapacidad para procesar la diversidad de intereses y demandas generales, se privilegia el conflicto particular de las élites antes que el consenso, la inclusión y la tolerancia como valores constitutivos de una institucionalidad moderna y democrática. En términos generales, la conjunción de estos factores, entre otros, han conspirado contra la posibilidad de construir mecanismos de representación que sean reflejo de las diversidades del país y la generación de adhesiones a la democracia.

El caso de la intervención militar en la administración y control de las aduanas y en otras áreas vitales de la economía, no hace mas que evidenciar la notoria incapacidad de control de los sucesivos gobiernos frente al problema de la corrupción estatal, factor que ha producido situaciones ambiguas y confusas dentro de las entidades militares, ya que éstas han debido asumir responsabilidades por fuera de sus roles tradicionales que les son inherentes. En tal sentido, estas delegaciones y "abusos" de la gobernabilidad civil pueden ser miradas también como una serie de acciones políticas que, amparadas en la buena imagen de las Fuerzas Armadas, han servido para contrarrestar la permanente percepción de la población de que la "clase" política, al poseer atribuciones e influencia en las esferas institucionales de control y gestión estatal, se encuentra impregnada de corrupción pública y privada a través de una serie de procedimientos alejados de lo formalmente establecido por la ley.

Lo curioso es que en este escenario confuso de delegaciones, las Fuerzas Armadas han logrado mantener esa buena imagen a pesar de las críticas y presiones políticas provenientes de los sectores privados de la economía. Una razón que explicaría esta situación proviene de la manera sui generis con que han manejado el concepto de seguridad nacional, acoplándolo a sus propias apreciaciones que les ha permitido desarrollar una institucionalidad autónoma desde los años setenta. En efecto, estas gestiones autónomas en diversos campos de la sociedad se han expresado, no sólo en la intervención en áreas de seguridad tradicionalmente asignadas a los militares, sino en el manejo y participación en una compleja red de empresas en los sectores camaronero, agroindustrial, minería, transporte aéreo y naval, de infraestructura caminera, educativo y del mercado interno. Este "detalle" de incursión en el ámbito empresarial es el que ha generado las mayores oposiciones del sector privado que ven en esta conducta una competencia desleal, pues está sustentada en una política de subsidios que no concuerda con los proyectos de libre mercado, reducción del aparato estatal y privatización que se han tratado de implementar en el país en los últimos quince años. De ahí que, si bien los militares ecuatorianos han pretendido estar alejados formalmente de las presiones del sistema político, su propia concepción de la democracia, de los niveles de participación en áreas del desarrollo y de la economía, asumidas como un asunto de seguridad y de protección a los sectores estratégicos, han abierto precisamente las posibilidades para estar inmersos en el juego político que no lo deseaban explícitamente.

Dentro de ese campo no se puede negar el hecho de que las FF.AA., en su interpretación tutelar de la democracia, parten constantemente de la idea de que el sistema político y el Estado son carentes de la capacidad para integrar la sociedad y centralizar su función reguladora. Es por ello que las intervenciones de los militares tienen que ver, en gran parte, con esa incapacidad estatal para hacer predominar los intereses generales sobre los locales; con las limitaciones institucionales y políticas que no han podido resolver problemas históricos como la redistribución de recursos y la riqueza que han influido en la constitución de poderes regionales fuertes que han limitado el proceso de integración del territorio nacional; y, con la persistencia de la fragmentación social producida por los recurrentes conflictos políticos donde las élites tienen mucha responsabilidad en promover condiciones de ingobernabilidad.

En ese contexto, de las iniciales intervenciones catalogadas como "acción cívica" que los militares tenían a principios de los ochenta, han pasado en estos años a un tipo de concepción de "apoyo al desarrollo" que se enmarcan en una estrategia de prevención de conflictos y en una idea de seguridad post guerra fría que implica asumir una noción más societal y menos gubernamental. De ahí que esa concepción societal de las Fuerzas Armadas se haya traducido en un permanente contacto con la población civil a través de diversos programas sociales basados en prácticas de cooptación paternalista y en un despliegue de discursividades ancladas en la invocación de lo nacional como identidad popular; no obstante, la pérdida de sentido de ese concepto tradicional de seguridad nacional y el hecho de asumir institucionalmente determinadas "delegaciones", derivadas de las irresponsabilidades gubernativas que les han conferido nuevos roles, junto a la coordinación de mecanismos de decisión y gestión entre entidades civiles y militares, ha promovido un ambiente de "segurización" del desarrollo que está erosionando el espectro político e institucional del país .

Pero la serie de intervenciones militares en la sociedad ecuatoriana van más allá del manejo de ciertos ámbitos económicos o de su participación en las tareas de desarrollo, pues su desempeño y protagonismo como actores políticos ha sido evidente en las últimas dos crisis constitucionales e institucionales por las que ha atravesado la República.

5.
Escenarios complejos: retos democráticos y roles militares

Las situaciones críticas analizadas anteriormente que por lo general han vulnerado la democracia formal, expresan varias dimensiones que deberán ser recapacitadas al momento de plantearse sí, efectivamente, los ecuatorianos podremos construir una democracia amplia y representativa que tenga la capacidad de integrar a la población, sostener un desarrollo distributivo, extender la forma ciudadanía con todos sus derechos a los diversos componentes de nuestra identidad, establecer mecanismos de control a las presiones corporativas y la corrupción que han destrozado al país, recurrir al diálogo y el consenso para superar las persistentes crisis políticas y mantener un sector militar que no sea utilizado para dirimir las pugnas de intereses de las élites que persisten en legitimarse a través de una cultura política autoritaria, despótica y dictatorial, basadas en elecciones amañadas, con un sistema de justicia dócil frente al poder, entregando prebendas y subsidios de manera indiscriminada, vale decir, diseñar y gestionar una sociedad democrática que deje atrás sus anclajes imaginarios.

Un horizonte de esa naturaleza no puede ser asumido sin tomar en cuenta el papel preponderante que han jugado las Fuerzas Armadas en el sistema político y en la democracia mínima que opera hasta el presente en la sociedad nacional. Si bien los militares con sus acciones han salvado en ciertos momentos a la débil institucionalidad estatal, atrapada en ocasiones por lógicas particularistas de gobiernos de turno carentes de representatividad, también han socavado y deslegitimado el mismo concepto democrático a través de sus intervenciones políticas que los condujeron al golpe de Estado; no obstante, la gestión y desempeño democrático en sí mismo tiene que procesar una serie de complejidades sociales, políticas y económicas que afectan a la sociedad en conjunto y a la entidad castrense en particular.

En primer lugar se encuentra el tratamiento de las políticas de la diferencia y del reconocimiento relacionadas con el tenso proceso de construcción de la cultura e identidad nacional. En efecto, una vez acabado el conflicto limítrofe que se mantenía con el Perú y que permitió la firma de los tratados de paz entre ambos países, se abre la posibilidad para el Ecuador de plantearse el reto fundamental de reimaginar la nación sin poner énfasis en un tipo de discurso nacionalista que veía al otro cercano como peligroso, enemigo constante y hostil; de tal manera que, al desaparecer esa dimensión perversa que contiene todo postulado nacionalista de corte esencialista, los ojos políticos se vuelcan a repensar los mecanismos de adscripción cultural, a establecer nuevas pautas de integración social y a debatir sobre una concepción de identidad nacional que supere la noción de nacionalidad homogénea relacionada con la lealtad cívico estatal que ha sido precisamente uno de los pilares ideológicos de las FF.AA ecuatorianas.

El cambio de percepción sobre sus roles institucionales y su "deber ser" se ha incrementado con la aplicación del “Plan Colombia”. A partir del acuerdo firmado a fines de 1999 por el ex presidente Mahuad y su ministro de Defensa con los Estados Unidos, que permitió el uso de la Base Militar de Manta por la Fuerza Aérea de este país para operaciones aéreas de detección, monitoreo, rastreo y control de actividades ilegales y tráfico de narcóticos, se han abierto varios escenarios de tensión y conflicto fronterizo, ya que el país, a más de ser el más vulnerable de la región, está siendo depositario de una serie de consecuencias del conflicto armado colombiano como son los desplazamientos forzosos de la población, la afectación del comercio fronterizo, la presencia de intermediarios cocaleros, los ajustes de cuentas en territorio ecuatoriano por los actores violentos involucrados y las acciones que han tenido que desplegar las Fuerzas Armadas; pero, además de todo esto, se debe añadir que ahora, Ecuador ya no es solamente un país de paso obligado de la droga, sino que, ya somos parte de las redes internacionales de narcotraficantes; así como también, de las mafias extranjeras y nacionales dedicadas al lavado del dinero sucio de la droga y que Fuerzas Armadas deben hacer frente para cumplir su misión de resguardar la soberanía y territorio nacional como parte de un desafío institucional y operativo que trata de concatenar el concepto de seguridad humana con el de seguridad estatal, aspectos que formarían parte de los nuevos roles que se ha impuesto la entidad castrense.

En estos contextos que de por sí son complejos, se suman las crisis económicas y fiscales que contribuyen a potenciar los conflictos redistributivos en el marco de una democracia limitada, muchas veces manipulada por élites enquistadas en el gobierno que se han servido y se sirven del aparato estatal para apropiarse de los escasos recursos públicos disponibles. De esa manera, la imagen que proyecta el Estado es de una institución depredadora, pues se genera una práctica perversa que transfiere indiscriminadamente finanzas de la población ecuatoriana a un sector económico no estatal; por ello, los estados que en momentos de crisis manifiestan tendencias predatorias tienden a deslegitimarse y debilitarse a sí mismos, incluso, poniendo en riesgo su sobrevivencia.

En una dimensión similar, los retos democráticos, asumidos como responsabilidad general del país, pero especialmente del sistema político, tendrán que canalizarse hacia la consecución de varios ámbitos positivos que garanticen la gobernabilidad y la coexistencia pacífica en un Estado de derecho pleno. En ese sentido, se requerirán construir espacios políticos e institucionales creíbles que, a más de resolver la pugna redistributiva y la corrupción que tanto daño ha generado, constituyan instancias capaces de procesar las representaciones de las identidades diversas y recuperen la legitimidad en base de la negociación, la tolerancia y el consenso, valores democráticos que aspira poseer la sociedad ecuatoriana en un futuro cercano.

Conclusiones
1.
El Poder Militar, definido como la expresión del poder nacional que le permite a éste alcanzar y mantener los Objetivos Nacionales Permanentes, no estuvo presente en la revolución del 10 de agosto de 1809; por lo que no se alcanzó el triunfo pretendido, no existió el valor cuantitativo para enfrentar a un Poder Militar español que se opondría a la conquista de este objetivo nacional, la independencia; y, desde el punto de vista del análisis cualitativo de este fundamento, la carencia de preparación y de convicción de las fuerzas militares. Así se explica entonces la incorporación de las pocas fuerzas destinadas a  detener a las que venían de Cuenca y Guayaquil a las filas realistas en Zapotal, así se explica también la derrota y más aún la retirada de las fuerzas revolucionarias con la sola noticia de la llegada de las tropas de Guayaquil, Cuenca y Lima.

Las fuerzas improvisadas reunidas por los patriotas y comandadas por los mismos; no contaron con una “subordinación legal”, ya que estas fuerzas no tenían argumentos reglamentarios para subordinarse a la Junta Soberana; es así como, habiendo estado inicialmente sujetas a la autoridad de la Real Audiencia, apoyaron luego a los revolucionarios y más tarde se incorporaron al ejército realista en el Zapotal, confirmando de este modo, la carencia absoluta de subordinación. Las fuerzas militares que apoyaron al movimiento revolucionario del 10 de agosto de 1809 no tenían carácter de permanentes, pues no se sentían integradas a un ancestro nacional y no se proyectaban hacia el futuro, como confirman los hechos analizados.

Las virtudes militares del pueblo son el fundamento del Poder Militar, definido como “Las virtudes de más acentuada significación peculiares a un pueblo”.  Si analizamos a continuación, los Factores del Poder Militar, definidos como “elementos de menor estabilidad, pero capaces de modificar, valorizar o depreciar el Poder Militar”, diremos que la ausencia de una “doctrina militar” no permitió la organización, preparación y empleo de aquel en un apoyo adecuado al movimiento político gestado en Quito, impidiendo su consolidación victoriosa.

La capacidad del alto mando, como factor del Poder Militar en 1809, no tuvo expresión propia, preparación, capacidad, ni calidad de dirección, ya que don Juan Salinas no fue un líder militar con formación para ejercer autoridad sobre las fuerzas patriotas, a pesar de sus cualidades personales y de su altísimo amor a la libertad.

2.
En los inicios de la República, el Presidente Vicente Rocafuerte Bejarano, creó el Colegio Militar para instruir y moralizar el ejército, quiso que nunca se reconociesen los ascensos obtenidos en las guerras civiles; que los Congresos tuvieran la facultad de conocer premios y grados a los militares que se hubiesen distinguido en la defensa del orden legal, ya que el interés de los militares revolucionarios era ascender y satisfacer la ambición cubriéndola con el velo de la libertad, de odio y tiranía.  "Entre los oficiales revoltosos, se ha hecho moda promover disturbios públicos para adelantar en grados", aseguró Rocafuerte en 1839.  Y tuvo ideas justas y precisas sobre la institución militar: "La profesión de las armas, ha sido la más honrosa en las naciones antiguas y modernas, por las ventajas que proporciona a la sociedad y por los medios que ofrece a las almas privilegiadas de desenvolver las virtudes heroicas que realzan la gloria de la especie humana.  La Fuerza Armada, elemento indispensable de todo gobierno para su defensa exterior y seguridad interior, se convierte en instrumento de tiranía cuando no está dirigida por la moral, el saber y el patriotismo... La libertad, según la define el filósofo de Ginebra, es la esclavitud a las leyes; y en la milicia, podemos decir que es la perfecta obediencia de los inferiores a los superiores".  Y luego hizo observaciones del más alto interés acerca de la Academia Militar de West Point en los Estados Unidos, “que tanto ha contribuido a la paz interna de la Gran República; esos jóvenes que ponen su gloria en no formar un cuerpo deliberante; no aspira a fueros, privilegios ni distinciones que los separen del resto de la sociedad y retemplan sus armas con los modelos que les ofrece la historia, especialmente la admirable abnegación de Jorge Washington”.

3.
En todo el período de independencia, el Poder Militar realista observó la doctrina militar vigente en la península; en cambio, el Poder Militar patriota operaba siguiendo las prescripciones napoleónicas, mediante batallones de infantería, regimientos de caballería y baterías de artillería, organización que tiene como objetivo la destrucción total del adversario en la batalla.

Es importante analizar, cómo los Generales de la independencia aplicaron los mismos principios de la guerra y la misma doctrina militar que los Mariscales europeos, así cómo observaron idénticos procedimientos.

Como conclusión final, queda esta lección; solamente un Poder Militar fortalecido es la garantía para mantener la integridad territorial y la soberanía nacional como Objetivo Nacional Permanente. 

4.
Los acontecimientos del 21 de enero del 2000, En términos generales, profundizaron el imaginario democrático ecuatoriano, visibilizaron nuevamente su fragilidad institucional, potenciaron aún más los espacios de disputa simbólica de la nación y permitió a las élites políticas mantener hasta ahora un control precario sobre esa institucionalidad democrática caotizada que ellos mismos generaron. Para que ese escenario se cumpla se ha echado mano de una receta conocida: reedición de pactos corporativos que incluyen al mismo movimiento indígena, establecer alianzas con la derecha política que expresa los intereses de sectores empresariales costeños y algunos serranos, mantener un bajo perfil de los militares, entregados a sus tareas tradicionales y habituales, reproducir una serie de prácticas patrimoniales y prebendarias desde el Estado, y sostener la dolarización que ha sido asumida como la panacea y el "deber ser" del gobierno.
Las vacilaciones del gobierno de Mahuad, entre pactismo y decretismo dejaron percibir una falta de claridad política, lo cual tuvo las dos consecuencias enunciadas por Adam Przeworski: desacreditar las instituciones y debilitar la democracia con la baja de participación. En la medida en que los electores y actores sociales fueron frustrados, favorecieron el ascenso de una acción extraparlamentaria, así como en 1997, con esta diferencia que, en el levantamiento del 21 de enero 2000, surgió una alianza inédita entre indígenas y los mandos medios del ejército.

5. Ecuador afrontó su crisis, la más grave de su historia, pero sigue siendo un país sin soluciones idóneas y que se repite, en realidad, en sus problemas, sin partidos políticos fuertes, sin dirigentes nacionales con carisma, frente al autoritarismo de un único líder con amplio respaldo popular, que no han logran acuerdos y consensos, más necesario en las horas críticas. Los resultados están a la vista. El país no logra superar sus deficiencias y más bien existen amenazas para volver a lo de siempre, la búsqueda de salidas facilistas, incluyendo ascenso y cambios en la cúpula militar, con oficiales afines al proyecto político de corte comunista, que han preferido mirar a otro lado, a fin de mantenerse en el cargo y permitir la depredación de las Fuerzas Armadas, menoscabando la imagen institucional, que cada vez, está siendo marginada y arrinconada por medio de Leyes y Decretos Ejecutivos que le colocan contra la pared a la otrora gloriosa Institución. Ecuador no está listo para salir del pozo sino que va cayendo cada vez más adentro.

6. Continuamente, los Gobiernos involucran o tratan de involucrar a las Fuerzas Armadas en labores internas de control, que generalmente las realiza la Policía Nacional. No es que las autoridades militares deban negarse a participar en estas labores, sino que en muchas de las ocasiones los Gobiernos han pretendido utilizan esos legítimos instrumentos constitucionales del Ejecutivo para neutralizar situaciones de índole socio-económicas, en lugar de realizar acciones prioritarias para mantener en paz a la sociedad, como es el proporcionar a la población la satisfacción de sus necesidades de trabajo, estabilidad y protección social. Eliminar el desempleo, la miseria, la ignorancia, esa es una labor del Gobierno y no de Fuerzas Armadas.

Recomendaciones
1.
Exhortar al Ejecutivo sobre el respeto que le debe a las demás funciones del Estado, la independencia de cada una de ellas, que el Sistema de Justicia, la Corte Constitucional y el Consejo Nacional Electoral no sean un apéndice de la Función Ejecutiva; que los poderes del Estado asuman y tomen decisiones por ellos mismos. El Legislativo, la Función Judicial, el Poder Ejecutivo debieron haber asumido con responsabilidad y con tiempo sus tareas. Los poderes, la población civil deben buscar soluciones claras y concretas al problema de la pobreza, de los indígenas, de la corrupción, que no es problema de una o dos personas sino de todos los ecuatorianos. 

2.
Los ecuatorianos debemos buscar soluciones viables y de largo plazo. Frenar el gasto y endeudamiento agresivo. Es imperativo incentivar la inversión privada, dejando de lado la ideología política, buscar otras alternativas al estractivismo, la depredación de los recursos naturales, poner límites al tamaño del Estado burocrático, respetar la institucionalidad de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional, buscar consensos con las otras fuerzas políticas. El acuerdo con el FMI tiene su importancia en el sentido de un apoyo en el campo económico y una garantía hacia el exterior. Pero si no hay una tarea nacional sólida, en todos los frentes, sobre todo en lo económico, el país volverá a sus conflictos permanentes. La búsqueda de soluciones es el imperativo nacional, sin soluciones serias y lógicas, la imagen nacional se seguirá deteriorando, con las graves consecuencias del caso.
3. Si bien es cierto que las Fuerzas Armadas del Ecuador a nivel de la región latinoamericana, después de Chile, son las más democráticas y constitucionalistas, dependerá ahora de la capacidad de los civiles la suerte de la Nación, ya que los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Electoral y la Corte Constitucional, entre otras, se encuentran al servicio de una sola persona, el Ejecutivo. Se debe hacer un llamado a la reflexión e inculcar que la Institución Militar no está llamada a arbitrar pugnas entre esas funciones, a lo sumo, sugerir determinadas medidas para garantizar los condicionamientos mínimos en los cuales debe sobrevivir la Nación.

4. La disciplina es vital en la Institución armada, esa íntima relación de deberes y derechos, que conforman el esquema jurídico de Fuerzas Armadas, es la argamasa que fragua su estructura. Sin la disciplina no existen los ejércitos, quebrantar esa obligación básica del soldado es desconocer su propia profesión, jerarquía militar y organización del mando. Es urgente la despolitización del estamento militar, pues nos debemos al pueblo y no a ningún caudillo o líder político. La disciplina es la fuerza moral de la Institución; por lo tanto, es imperativo se exhorte al Ejecutivo a no tratar los temas militares en las peroratas de los días sábados, menoscabando la autoridad y la imagen institucional, que seamos merecedores del respeto e independencia hacia nuestras propias leyes, por cuanto los militares conocemos que para hacer frente a las nuevas amenazas nacionales y regionales, fundamentalmente dependemos de las fortalezas y energías morales de su pueblo para defender la heredad de su Nación.

5. Que sea el Estado, a través de un Consejo Nacional Electoral idóneo e independiente, los encargados de incentivar el fortalecimiento de las agrupaciones políticas de ideologías diversas, respetando el derecho universal de igualdad de los seres humanos. En un país democrático, es inaceptable que se busque establecer una hegemonía con un partido político único, de una sola ideología, que polarice a la sociedad, entre amigos y enemigos del Ejecutivo, en desmedro de una gran mayoría de compatriotas que se sienten marginados de los asuntos transcendentales del Estado. Es deber de los partidos políticos la concientización urgente de la población, en la necesidad urgente de formar nuevos líderes políticos provinciales y nacionales, con visión de estadistas, educados en valores éticos y principios morales, a fin de neutralizar el aparecimiento de legisladores faranduleros, cantantes y bailarinas, deportistas populares que, en definitiva, crean una pésima imagen de la política nacional. 

6. Que sea el respeto irrestricto a la Constitución Política del Estado y sus leyes, la base fundamental para que los actores políticos puedan dirimir sus conflictos, a través de consensos, de acuerdos de buena fe, en beneficio del pueblo ecuatoriano; y, definitivamente se despolitice a las Fuerzas Armadas, pues ellas, se deben a la Nación y no al gobierno de turno, que busca afianzar su poder, en el respaldo político del estamento militar, obligando a descuidar su misión fundamental de mantener la integridad territorial, para dedicarse a tareas de seguridad interna y seguridad ciudadana, labor encomendada, por la Constitución, a la Policía Nacional. 
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Anexo
ANEXO No. 01

Ligeros apuntes sobre los antecedentes del  9 de julio y la actuación del regimiento de Artillería “Bolívar” No.1.

Diario escrito por el Teniente A. Rodríguez  sobre el proceso que originó y desencadenó en la “Revolución Juliana”, donde jóvenes oficiales organizaron una agrupación para hablar de la desgracia de la patria y de los medios para salvarla. 

(Transcripción)

EL EJÉRCITO A LA NACION

TODO POR LA PATRIA

El Ejército de la República, convencido de que los sagrados intereses del país, no podían continuar a merced de un régimen de gobierno que se encontraba en absoluto divorcio con la voluntad nacional, que prácticamente no tenía dirección e implicaba una desorganización completa; convencido así mismo, de que por el más elemental concepto de dignidad no podía servir de instrumento para mantener un orden de cosas que carecía de títulos legítimos, que no poseía elementos de firmeza y estabilidad, que no reflejaba la opinión pública  que se conservaba a pesar de la enorme corriente popular levantada por el abandono de los más esenciales problemas de la vida nacional especialmente respecto de la profunda crisis económica, agravada recientemente de manera que exigía una acción urgente, enérgica e inaplazable, ha resuelto desconocer al actual Gobierno y proceder a organizar una Junta, integrada por elementos de comprobada honorabilidad, que inspiren plena confianza a toda la Nación y que sinteticen las aspiraciones de la hora presente.

El Ejército, movido por los más sanos propósitos, aspira a que este movimiento patriótico sea apoyando con entusiasmo por el Pueblo Ecuatoriano, y, consciente de su fuerza y de sus deberes, garantiza la conservación del orden y el respeto irrestricto de los derechos de todos los ciudadanos.

Quito, a 10 de Julio de 1925

ANEXO No. 02

(Extracto)

A LA NACION

ERA HORA de que  el ejército, la única fuerza organizada en el país, en un momento de que este había se convertido en una estratificación de oligarquías que esquilmaban al pueblo y lo reducieran a la miseria moral y económica, tomara la dirección de los destinos nacionales.

EL EJERCITO ECUATORIANO nuevamente se pone de pie y reta a quienes han tomado el país como Hacienda o Industria lucrativa; expulsa de los sitios de administración a todos los que no supieron responder a los dictados del honor y de la moral.

NO QUIERE SOPORTAR  el dolor de la ciudadanía que angustiada reclama que se le libren de las medidas de opresión.

EL EJERCITO ECUATORIANO declara que es el último minuto de su prueba de la autoridad política y no quiere entregar a los avatares de los GRANDES POLITICOS las  riendas del país mientras haya que ratificar errores.

Y ASI, declara de que hoy en adelante asume la dirección del Gobierno de la República hasta que se encuentre encauzado dentro de las normas permanentes del Orden y de la Paz.

Para esto, llama a la concordia a todos los ecuatorianos, invita a declinar postulados de luchas ideológicas exóticas y exige que la Prensa, las Organizaciones Culturales, los Partidos políticos y todos los hombres inteligentes y honrados, presten el contingente de sus luces, de su consejo, de su labor, desde que el prestigio y el honor de la patria es el imperativo de todos los ECUATORIANOS.                                                                                                        

Quito, octubre 23 de 1937

Alberto Enríquez Gallo

General

ENCARGADO DEL MANDO SUPREMO

ANEXO No. 04

(Transcripción)

MEMORANDUM DE PEDIDOS URGENTES PARA LA DEFENSA NACIONAL

La situación militar en nuestra frontera sur occidental entre el Ecuador y el Perú, está resultando día a día más desfavorable y peligrosa para el Ecuador.

El Perú por su parte, ha empleado una gran unidad, el “Agrupamiento de Norte”. Esta fuerza peruana desenvuelve en la actualidad una febril actividad de preparación bélica, constituyendo una amenaza permanente para el Ecuador.

En cumplimiento de la TAREA de este Comando Superior y para salvar así la responsabilidad de “Omisiones” que pudieran imputarse a este Comando, presenta a la ilustrada consideración del señor Ministro las sugerencias siguientes:

Estas serían:

· Inmediatas (1941); y,

· para un próximo futuro (1942)

 MEDIDAS INMEDIATAS. (1941)

a) Empréstito interno por lo menos de $ 15’000.000 para las múltiples necesidades del Ejército.

b) Completar las unidades del sur-occidental, elevando sus efectivos al orgánico de movilización.

c) Establecer almacenes de aprovisionamiento para las tropas en las provincias de El Oro y Loja.

d) Proceder a la distribución técnica del material de guerra, equipo, etc., en los centros de movilización.

e) Mejorar la red de enlaces con hilos y sin hilos.

f) Nombrar con carácter urgente un Oficial General o Superior para Adjunto Militar en el Perú y establecer en territorio peruano agentes de espionaje.

g) Realizar con oficiales superiores ecuatorianos viajes de Estado Mayor de reconocimiento y estudio de la frontera.

h) Fabricar el vestuario, equipos y calzado (factible en el país) para cincuenta mil movilizables.

i)  Adquirir el material de servicios indispensables para el Ejército.

j) Adquirir el ganado necesario para completar, según el reglamento de dotaciones de paz.

k) Organizar la Escuela de Aviación y la Reserva Aérea con el material de adiestramiento necesario.

l) Organizar la Escuela Naval a bordo de una unidad de guerra. 

MEDIDAS PARA UN FUTURO PROXIMO

(1942)
1) Reformar la Ley Orgánica, a fin de que conste la V Zona Militar con sede en Zaruma y con jurisdicción sobre las provincias del El Oro y Loja.

2) Reformar el Orgánico para 1942, por el aumento de la V Zona Militar, con incrementos.

3) Completar los trabajos iniciados en 1941; enlaces, vías de comunicación, centros de movilización, etc.

4) La cobertura debe ser orgánica de la V Zona Militar.

5) Intensificar la preparación de los cuadros de Jefes y Oficiales:

· Del Ejército Permanente; Cursos rápidos de información y maniobras con tropas; y

· Del Ejército Movilizable; cursos de oficiales, suboficiales y clases de reserva.

6) Maniobras con las guardias nacionales.

7) Envío de oficiales al exterior.

8) Adquisición de los materiales necesarios para los servicios logísticos para el caso de una movilización.

9)  Organizar un grupo mixto de aviación comunidades de combate.

10)  Organizar una flotilla naval defensiva

Este memorando termina así:

“Vuelvo a insistir ante el señor Ministro en que todos los aspectos expuestos tiene carácter urgente deben ser puestos en práctica en el menor tiempo, ya que el ritmo agresivo del Perú se vuelve peligrosísimo e intolerable, pese a la actitud mediadora de Estados Unidos, Brasil, y Argentina, lo que quiere decir que el Perú busca la guerra como única solución del diferendo que mantiene con nosotros. Por lo tanto, nos corresponde prepararnos para afrontarla poniendo en juego todos nuestros recursos, de lo contrario la nación ecuatoriana, si no desaparece, quedará desmembrada en forma tal que toda la imaginación al respecto no puede acercarse a lo que será la trágica realidad.”

El Comandante  Superior del Ejército

(f) Francisco Urrutia S.

Coronel
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